












Privatización, regulación y estímulos 























*EGAP, Calle del Puente 222, Col. Ejidos de Huipulco, 14380 Tlalpan, México, DF, MÉXICO 
E-mail: garcia.alba@itesm.mx   2
 
Por aparecer en: Trinidad Martínez Tarragó (Coordinadora), Textos de Política Económica, 






Después de que la política económica en la mayoría de los países del mundo estuvo 
caracterizada por una intervención amplia de las empresas públicas en la producción de 
bienes y servicios, junto con una relativamente elevada protección de sus productores 
respecto de la competencia externa, la situación comenzó a cambiar desde finales de los 
setenta y principios de los ochenta. Este cambio fue iniciado por dos países 
principalmente, el Reino Unido, en el caso de los países industrializados, y Chile en el 
de los países en desarrollo. Por su parte, los Estados Unidos de Norteamérica siempre 
fueron un país con una economía relativamente abierta (excepto al principio de su vida 
independiente), y con una escasa o nula participación directa de las empresas públicas 
en su economía. 
 
La privatización de empresas públicas comenzó a finales de los setenta y principios de 
los ochenta en los países desarrollados, bajo el reconocimiento de que las empresas 
públicas se habían vuelto cada vez más ineficientes, y que representaban importantes 
sangrías en los presupuestos gubernamentales, lo que restaba capacidad de maniobra a 
los Estados. Por su parte, cada vez era más evidente en los países en desarrollo, que la 
intervención gubernamental era fuente de desequilibrios macroeconómicos que 
propiciaban crisis recurrentes, sobre todo en Latinoamérica. Las reformas privatizadoras 
y la apertura comercial comenzaron gradualmente, primero en algunos países pioneros, 
que en mayor o menor medida fueron seguidos por otros. En 1990, el colapso de las 
economías de la antigua Unión Soviética y Europa Oriental, resultó en presiones para 
abrir esas economías a la competencia externa, y para la privatización de sus empresas 
públicas. 
 
Las así llamadas reformas estructurales de las economías no procedieron de manera 
uniforme y sin sobresaltos. El éxito no siempre fue el mismo. En Chile, uno de los 
pioneros indiscutibles de estas tendencias, la primera etapa de reformas fue seguida por 
una de las peores crisis económicas que se hayan registrado en ese país, a finales de la 
década de los setenta. En México, el primer año de vigencia del Tratado de Libre 
Comercio de América del Norte (con los Estados Unidos y Canadá)  fue también el del 
estallido de la peor crisis económica de ese país, desde la gran depresión de los treinta. 
Los países de la antigua cortina de hierro también han debido enfrentar, en su gran 
mayoría, diversas crisis y dificultades económicas, que han acompañado sus esfuerzos 
reformadores. En diversos países de Asia, no es muy clara la separación de los intereses 
públicos de los privados. En Corea del Sur, por ejemplo, es usual que los altos 
funcionarios de las empresas privadas pasen a formar parte de los entes reguladores, y 
viceversa. 
 
Existen asimismo, divergencias respecto de los métodos seguidos para la privatización, 
así como de las reformas concomitantes de las instituciones reguladoras, para adaptarlas 
al nuevo marco de las economías reformadas. En algunos casos, como en el Reino 
Unido, se fortaleció a los entes reguladores. En otros, simplemente se privatizó sin 
preocuparse lo suficiente por regular eficientemente, en su caso, a los nuevos   3
monopolios privados, como en México y en Chile al inicio de sus primeras reformas de 
la segunda mitad de los setenta, situación que fue corregida en este último país después 
de su crisis de finales de los setenta y principios de los ochenta. En la mayoría de los 
países se supuso que la eliminación de empresas públicas altamente deficitarias 
permitiría el saneamiento de sus finanzas públicas. El que no siempre se obtuvieran 
estos resultados, es atestiguado por las diversas crisis macroeconómicas de finales del 
siglo pasado, en parte impulsadas por la insolvencia financiera de los gobiernos, en 
muchos de esos países. 
 
Con respecto de la manera en que se privatizó, muchos gobiernos han sido acusados de 
haber favorecido, en sus privatizaciones, a sus aliados políticos, a los amigos y parientes 
de los gobernantes. Tales acusaciones fueron hechas, por ejemplo, al gobierno militar de 
Chile en los setenta, cuando el primer intento fallido de reforma económica en ese país. 
Pero quizá donde los escándalos han sido mayores es en los antiguos países comunistas, 
sobre todo en los de la antigua Unión Soviética. Pero las principales preocupaciones se 
refieren a que los métodos seguidos en la privatización no siempre han asegurado el 
mejor funcionamiento de las empresas privatizadas. En parte porque no fueron 
adquiridas por los que tenían mayores méritos. Pero también, y sobre todo, porque en 
muchas ocasiones los antiguos monopolios públicos se convirtieron simple y llanamente 
en monopolios privados o, al menos, en empresas con alto poder de mercado para 
abusar de sus clientes. También ha preocupado la ausencia de reglas jurídicas claras 
para la protección de los intereses mayoritarios de la población. 
 
Las privatizaciones siguen siendo parte de las prioridades de muchos países, 
especialmente en Asia. En China el sector público sigue siendo por mucho el principal 
productor de bienes y servicios, lo que no le ha impedido crecer aceleradamente. En 
Corea el gobierno ha adquirido cuantiosos activos bancarios como resultado de diversos 
rescates financieros, propiciados por la crisis que afectó a diversos países del continente 
asiático a finales del pasado siglo, y ahora enfrenta el reto de cómo disponer 
eficientemente de esos activos. En Malasia se discute cómo asegurar relaciones más 
eficientes entre el gobierno y las empresas privatizadas. No sólo en Asia, sino en todo el 
mundo, se debate acerca de si privatizaciones adicionales a las realizadas hasta la fecha 
acelerarían, en su caso, la recuperación económica, y ayudarían a sostener el 
crecimiento económico. Pero en general, La experiencia reciente, particularmente en la 
antigua Unión Soviética, ha demostrado que la simple privatización no es a menudo 
suficiente. Como resultado, hay un nuevo énfasis en varias medidas complementarias, 
tales como la estimulación de la competencia. Estas medidas complementarias son 
frecuentemente muy diferentes de la privatización en sí, y requieren iniciativas políticas 
separadas (Jonson y Shleifer, 2004: 13). No hay recetas fáciles para superar los 
problemas que aquejan a las economías del mudo en general, y de las de los países en 
desarrollo en particular. No basta a estos últimos imitar las reformas de los países 
industrializados, en los que las condiciones institucionales son muy diferentes 
 
La experiencia resultante de muchas privatizaciones consideradas como sólo 
parcialmente exitosas ha motivado una mayor apreciación del entorno legal y de la 
infraestructura en que han funcionado las empresas privadas en muchas economías de 
mercado. Tópicos – como el de las bancarrotas y los derechos de los accionistas 
mayoritarios- antes dados por descontados, han sido entendidos mejor debido a que los 
analistas han estudiado las implicaciones de su ausencia o de su mal funcionamiento. Al 
tiempo que crece la experiencia con las privatizaciones, crece también el aprecio y el   4
entendimiento de las condiciones para su éxito. Los resultados exitosos dependen no 
sólo (y quizá menos) de la venta exitosa de una empresa, sino más bien en los derechos 
de los propietarios, el marco legal en que se desenvuelve el gobierno corporativo, y las 
maneras en que se proveen los incentivos para que las empresas privatizadas se 
comporten más como competidores que como monopolistas (Ito y Krueger, 2004: 2-3).   
 
Además de un énfasis en la privatización y desregulación (o al menos de lo que a veces 
llaman mejora regulatoria), muchos gobiernos y diversos organismos internacionales se 
han enfocado a promover, en general, una menor intervención de los gobiernos de los 
países en desarrollo en la asignación de recursos por parte del sector privado en las 
economías en desarrollo. Aunque la intervención de los gobiernos en muchos casos 
parece ser más elevada en los países desarrollados. Por ejemplo, Estados Unidos y los 
países de la Unión Europea subsidian cuantiosamente a sus sectores agrícolas, además 
de que el gasto público es, como proporción del tamaño de sus economías, 
frecuentemente mayor que el observado en los países en desarrollo. En este capítulo, 
después de considerar con cierta amplitud la relación entre regulación y privatización, 
se discuten algunos de los medios de intervención de los gobiernos a través de estímulos 
económicos a diversas actividades productivas. 
 
 
1.  Regulación eficiente vs. exceso de reglas 
 
A través de la competencia, los mercados suelen asegurar el funcionamiento óptimo de 
la economía. Al asegurar que los más eficientes asuman el papel de organizadores de los 
procesos productivos, desplazando a los ineficientes, la competencia promueve el uso 
más eficiente de los recursos sociales. Pero mediante una regulación excesiva, los 
gobiernos suelen oponerse al funcionamiento regular de los mercados, al disponer quién 
produce qué, cómo, cuánto y a qué precio. El exceso de trámites que aumenta los costos 
de producción suele resultar en un elevado desperdicio de recursos. Asimismo, 
mediante una intervención muchas veces poco transparente, el gobierno aumenta la 
incertidumbre de los agentes económicos, con lo que disminuyen los incentivos para la 
iniciativa y el trabajo, la producción y la creación de empleos. 
 
Para que los mercados funcionen adecuadamente, la mayoría de los economistas 
sostiene que lo que se requiere no es una ausencia absoluta de reglas. Sin una actividad 
gubernamental bien acotada y dirigida para que sobre condiciones mínimas de equidad, 
transparencia y certidumbre, de respeto de contratos, de solución de controversias entre 
agentes privados, de instituciones básicas bien diseñadas con su funcionamiento 
adecuado garantizado directa, o indirectamente por la sociedad, a través de su gobierno, 
lo que impera no es la libertad sino el desorden. El caos, no el progreso. Lo anterior sin 
desconocer que en muchas ocasiones los gobiernos tienden a irse hacia un exceso de 
regulación, que va más allá de lo necesario y aconsejable para la buena marcha de las 
economías. Existe una correlación estrecha entre el número y pesadez de los trámites 
burocráticos que un gobierno impone a sus ciudadanos, y el grado de subdesarrollo y 
miseria de sus sociedades (Djankov, et al, 2002).  
 
Estas regulaciones no parecen estar dirigidas a excluir a productores ineficientes o a 
proteger el medio ambiente, sino a excluir la competencia. Su objetivo no es otro que 
limitar la entrada, obstruyendo la competencia en beneficio de unos cuantos protegidos 
del gobierno. Es el tipo de regulación y no la existencia de una regulación per se, lo que   5
destruye la capacidad de desarrollo de las sociedades. Según el premio Nobel de 
economía en 2001, Joseph Stiglitz (2002), esto es lo que a veces, debido a un exceso de 
ideología contraria a la experiencia, pasan por alto los “extremistas del mercado”, como 
les llama ese autor. 
 
 
2.  Necesidad de una regulación mínima 
 
El mercado es demasiado importante como para que la institución misma sea dejada al 
arbitrio de quienes pueden, abusando de su poder de mercado o de sus relaciones con el 
poder público, privarle de la base de su eficiencia y capacidad para promover el 
desarrollo y el progreso: la competencia. Más aun, en un caso extremo, la ausencia de 
reglas mínimas implicaría la misma destrucción del mercado como institución social 
para encuadrar eficientemente el quehacer económico de los miembros del cuerpo 
social. Esto va más allá de los mercados, y es cierto para todo el entretejido social, que 
es el de la convivencia armónica de los individuos, y que como toda interrelación de 
personas diversas, con objetivos individuales no siempre convergentes, requiere de 
reglas mínimas que sean efectivamente puestas en práctica.  
 
Todo cruce congestionado de tráfico requiere de semáforo, agente de tránsito o, por lo 
menos, reglas claras de preferencia en el derecho de paso. Por supuesto, hay ciudades en 
que las reglas de tránsito son excesivas, innecesarias mucha de ellas, absurdas otras. 
Pero ello no quiere decir que no deban existir reglas de circulación. Sin ellas el tránsito 
se volvería tan pesado, que terminaría por haber menor circulación efectiva. El deporte 
organizado requiere de reglas y árbitros que las apliquen, sin ellos no habría tanto 
deporte organizado, y el que haya a veces reglas absurdas y árbitros que con su 
protagonismo echan a perder partidos, ello no significa que se justifique el que se 
anulen todas las reglas y desaparezcan los árbitros. De la misma manera, sin reglas 
mínimas que aseguren la competencia donde el mercado por sí mismo falla para 
producirla, habría menos empresas y menos competencia, en beneficio de los 
monopolistas establecidos.  
 
Rajan y Zingales (2003) han señalado que: “… los devotos de los mercados libres como 
George Stigler no sólo han enfatizado que las regulaciones son con frecuencia 
instituidas para proteger a los regulados de la competencia, sino también han tendido a 
desechar la necesidad de cualquier regulación para crear un mercado.” En contraste, 
esos autores señalan que, “se requiere de cierta regulación e infraestructura de 
supervisión para que un mercado competitivo florezca. Es por ello que algunos intereses 
privados se oponen a esa regulación. La ausencia de regulación puede ser tan 
proteccionista y una barrera a la entrada tan contumaz como la regulación excesiva o 
las prohibiciones explícitas a la entrada  (énfasis mío.)”  
 
3.  Defender al capitalismo de los capitalistas  
 
En sentido contrario, algunos analistas ven en la recurrencia de fraudes empresariales, 
como los de Enron y Worldcom, para mencionar sólo dos de los más notados, la prueba 
de que hay algo intrínsicamente chueco con los mercados. Pero así como es incorrecto 
concluir, del hecho de que haya malas regulaciones, que toda regulación debe 
desaparecer, también es incorrecto concluir que todo mercado es cuna de fraudes, sólo 
porque de pronto se descubren muchos, y que por ello deban ser sustituidos por una   6
regulación mucho más estrecha, no sólo por una regulación más eficaz que les permita 
funcionar correctamente. La literatura empírica muestra abrumadoramente, que los 
mercados competitivos han sido y son un mecanismo más eficaz que el fiat 
gubernamental para la asignación de los recursos escasos de una economía (Rajan y 
Zingales, 2003). Por ello deben ser fomentados y protegidos, tanto de las depredaciones 
de los gobiernos, como las de los agentes privados interesados en prevenir el 
surgimiento de la competencia. 
 
Para Rajan y Zingales el primer paso hacia un sistema de mercado de calidad es 
domesticar al gobierno, para que respete los derechos de propiedad, y sus ciudadanos 
tengan motivos para crear riqueza. Este es sólo el primer paso. El gobierno más 
apropiado no necesariamente es pasivo. Como mínimo, ha de asegurar el cumplimiento 
de contratos privados, pero a menudo debe hacer más. El costo de los procedimientos 
para exigir el cumplimiento es a veces tan alto como para que la protección contractual 
se vuelva inútil. Para un accionista pequeño, que compra sus acciones en el mercado, el 
costo de proteger sus derechos contra violaciones de los grandes, sería prohibitivo sin 
instituciones y reglas que le protejan de manera automática. Sin estas reglas e 
instituciones, los mercados financieros permanecerían pequeños, en beneficio no sólo de 
unos cuantos en el mercado financiero, sino de los que en todos los mercados se 
benefician de una menor entrada de competidores, que la escasez de financiamiento 
haría posible. 
 
Más generalmente, los mercados no surgen en un vacío. Para funcionar requieren de 
infraestructura. Mucha de esta infraestructura beneficia a todos los participantes en el 
mercado, aun a los que no contribuyeron a crearla. Como todo economista lo sabe, en 
condiciones en que no se puede excluir a nadie de los beneficios de un bien o servicio, y 
el excluir a alguien antes que beneficiar perjudica a los demás, el mercado siempre 
producirá un monto insuficiente, desde el punto de vista de la eficiencia, de ese bien o 
servicio. Esto no significa que esa infraestructura la deba de proveer directamente el 
Estado. La puede proveer por ejemplo subcontratando a empresas privadas. Pero debe 
siempre fijar reglas y obligaciones, que aseguren que la infraestructura es la suficiente y 
la adecuada, lo que en el caso de los bienes públicos el mercado por sí solo es incapaz 




4.   Razones generales para regular 
 
Mientras el primer paso es contener el excesivo poder del gobierno sobre sus 
ciudadanos, el segundo es contener el poder de pequeños grupos de presión sobre el 
accionar gubernamental. Estos grupos de interés con gran influencia en el gobierno 
suelen favorecer en los hechos la regulación que dificulta la entrada (contenidos 
nacionales en licitaciones, barreras a la inversión extranjera, normas y certificaciones 
excesivas, derechos exclusivos, licencias limitantes) al tiempo que se oponen a las 
regulaciones de corte general y de intromisión mínima en las decisiones internas de las 
empresas. En especial, y no de manera casual, estos grupos suelen oponerse a la política 
de competencia, que se contrapone directamente a sus actos monopolizadores. Más 
adelante se darán ejemplos de esto, pero por ahora es conveniente mantener la 
argumentación en los aspectos generales, de aplicación universal. 
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Las violaciones a reglas y contratos pueden revestir un grado diverso de afectación a las 
partes y a la sociedad. Ya se mencionaron los costos excesivos de los contratos y de su 
aplicación para la solución de diversos problemas. La incapacidad de los contratos 
privados para reflejar cualquier contingencia es de sobra conocida como base de 
ineficiencias, debido a los problemas de inconsistencia inter-temporal, entre otros. Más 
aun, si bien los contratos pueden incluir penalidades, en muchas instancias, las penas 
deben ser de tal naturaleza, que el Estado tiene una ventaja comparativa sobre los 
privados. Por ejemplo, la exclusión de ciertas actividades futuras de alguien que haya 
cometido una falta grave (tratamiento médico equivocado que produce la muerte, fraude 
reiterado contra clientes, etc.), puede ser realizada y acordada por una asociación 
privada, pero con serias limitaciones en diversas circunstancias, así sea sólo porque el 
Estado en múltiples instancias tiene el monopolio del uso de la fuerza legalmente 
ejercida. Pero aun en otros casos en que la acción privada es posible y recomendable, 
como cuando una asociación de abogados, por ejemplo, certifica obligatoriamente a 
quienes ejercen la profesión, la certificación obligatoria debe estar establecida por las 
normas para ser eficaz y eficiente, es decir, debe ser regulada. 
 
Otra ventaja del gobierno resulta cuando las obligaciones se imponen a todos los 
miembros de una sociedad, no sólo a las partes en un contrato, y ello resulta en 
ganancias sociales muy importantes, como en el caso de la adopción de la 
responsabilidad limitada
1. Sin la creación y regulación de esta institución, el capitalismo 
moderno no existiría como lo conocemos. Si cada inversionista debiera pagar 
ilimitadamente, por digamos, los fraudes de los administradores de una empresa, 
difícilmente el capitalismo se hubiera desarrollado como lo ha hecho. Pocos arrojados 
acudirían a invertir en las bolsas del mundo. Alguien interesado en iniciar un nuevo 
negocio lo pensaría más de dos veces si perder implicara tener que pagar con todas sus 
posesiones, o incluso con sanciones penales. Pero la responsabilidad limitada de poco 
serviría si sólo limitara esa responsabilidad entre las partes de un contrato. Por ello debe 
ser válida ante terceros. Por ejemplo, ante demandas por daño causado por un producto 
defectuoso, o por daño ambiental, para limitar los pagos que deben hacer los accionistas 
al valor de su propia inversión en el negocio. La aplicación universal de este 
instrumento sería imposible de lograr a través de contratos privados, y requiere por ello 
de legitimación y reglamentación por el gobierno. 
 
Éstos son sólo algunos ejemplos de cómo el gobierno es necesario, a veces, para obtener 
las ventajas de una economía de mercado. Pero hay muchos otros. Entre ellos, el 
establecimiento de estándares para superar problemas de coordinación y de 
información; y el establecimiento de diversas construcciones legales, tales como la 
prioridad de las obligaciones de deuda; la regulación del régimen de garantías; leyes de 
quiebras, etc. Son muchas y claras las instancias que muestran que el mercado requiere 
ciertas reglas mínimas, que dicho sea de paso, nada tienen que ver con los usuales 
trámites excesivos que sin propósito definido claro, otro que favorecer a los 
establecimientos de la competencia de nuevos entrantes. Existen, sin embargo, 
discrepancias acerca del grado de intervención deseable. 
     
Las posiciones contrarias a la regulación son a veces designadas como posiciones 
Coasianas, en referencia al Teorema de Coase (Ronald Coase, 1960), según el cual, si 
                                                 
1 Otra instancia de suma importancia, que no es tratada aquí en detalle, es la de la obligación universal de 
las partes a resarcir por daños causados a terceros, y que por motivos de espacio no es discutida aquí. Al 
respecto puede consultarse, Polinsky (2003).     8
no existen costos de transacción, los individuos pueden realizar contratos entre ellos que 
eliminen la necesidad de la intervención gubernamental. La idea es que si hay ganancias 
netas para la sociedad en su conjunto, los individuos tendrán el incentivo de crear las 
obligaciones requeridas mediante contratos, pues se supone que la racionalidad les lleva 
a adoptar cualquier acción que en términos netos les beneficie, y el reparto de esos 
beneficios es también materia del contrato. De otra manera los individuos no serían 
racionales. Pero el supuesto más fuerte de este teorema, y que a veces es dado por 
sentado de manera ligera, es el de la inexistencia de costos de transacción, que como se 
señaló, pueden ser realmente imposibles de superar si se quisiera resolver el problema 
de las externalidades mediante simples contratos entre individuos, y sin la intervención 
del Estado. 
 
Como lo señalan Johnson y Shleifer (2004), existen diversas posiciones Coasianas que 
ellos agrupan en tres: 
 
1.  La más extrema es la de que la Ley no importa (es decir, no hace diferencia) 
2.  La segunda es la de que si importa, pero al interferir con el proceso de libre 
contratación, puede ser contraproducente 
3.  Aun cuando la Ley sea benéfica, los países pueden beneficiarse de las 
instituciones legales de otros, por ejemplo, mediante la inscripciones de acciones 
de un país en las bolsas de otros, lo que obliga a las empresas a códigos de 
conducta diseñados en esos otros países 
 
La Porta et al. (1998, 1999) han producido evidencia empírica en contra de las 
posiciones Coasianas. Con una muestra de más de 40 países, estos autores han mostrado 
que coeteris paribus, los países con mejores leyes tienen economías más eficientes. Los 
resultados de muchos autores han confirmado, con muestras de países distintas, los 
resultados iniciales de La Porta et al. Por ejemplo, Jonson y Shleifer, en el trabajo arriba 
citado, hacen una revisión de esa literatura y concluyen, en relación con el sector 
financiero y la inversión, que la inmensa mayoría de los trabajos empíricos concuerdan 
en que “la Ley definitivamente importa”. 
 
 
6.  Derechos de propiedad y regulación 
 
En una posición extrema, a veces se define la propiedad privada como un derecho 
natural, y al Estado como una institución que tiene como simple cometido el proteger 
dicha propiedad. En esta tesitura, incluso el pago forzoso de impuestos es una 
interferencia inaceptable, pues contraviene el derecho sagrado de poseer absolutamente 
la riqueza propia, sin compartir obligatoriamente con nadie. También la regulación, 
como limitación al uso y disfrute de la propiedad infringe el orden natural y sagrado. 
Excepto, claro está, en lo que se requiere de impuestos y regulaciones para financiar y 
realizar la función mínima y exclusiva del Estado: proteger la propiedad privada. Para el 
extremo opuesto, la propiedad es un crimen, pues se basa en la apropiación originaria, 
que para los socialistas no fue otra que el robo y la apropiación violenta de lo que en la 
naturaleza era de todos.  
 
Aquí la discusión se concentrará en el primero de esos extremos. Un primer comentario 
es que la propiedad privada como derecho real y efectivo, no es concebible sin el 
Estado. Por ello es extraño que se sostenga que el derecho de propiedad sea anterior al   9
Estado y que este sólo exista para garantizarlo. Si existe una cierta tendencia o instinto 
natural que justifique el derecho de propiedad, entonces podría sostenerse, con el mismo 
argumento, que el apropiarse de lo ajeno también es un derecho, pues la envidia y la 
codicia son también instintos naturales. Más bien la sociedad tiene entre sus ventajas el 
que reprime los instintos naturales cuando ellos son destructivos. Entonces la propiedad 
privada se justifica no por un mandato natural, sino por su capacidad para impulsar 
eficazmente los objetivos sociales, en tanto guardan armonía con los de los miembros 
del cuerpo social en su conjunto. 
 
Para algunos, la propiedad privada es una convención social (Murphy y Nagel, 2002). Y 
cualquier convención que sea suficientemente persistente  puede llegar a parecer como 
una ley de la naturaleza –una referencia para evaluar, más que algo a ser evaluado. Los 
derechos de propiedad han tenido siempre este efecto engañoso. Los dueños de esclavos 
en el Sur Norteamericano antes de la Guerra Civil se indignaban por la violación de sus 
derechos de propiedad que significaban los intentos de prohibir la importación de 
esclavos a sus territorios –para no mencionar los más fuertes esfuerzos abolicionistas, 
como ayudar a los esclavos fugitivos a huir a Canadá. Pero la propiedad en esclavos era 
una creación legal, protegida por la Constitución de los Estados Unidos, y la justicia de 
tales formas de interferencia con esa propiedad no podían ser aquilatados sino sobre la 
base de aquilatar la justicia del sistema mismo. 
 
Asimismo la regulación, forma concreta de intervención con los derechos de propiedad, 
no puede ser juzgada per se como buena o mala, sobre la base de su interferencia con 
los derechos de propiedad, cuando la misma regulación define el alcance de dichos 
derechos. Más bien la regulación y los derechos de propiedad que la misma regulación 
define parcialmente, deben ser aquilatados conjuntamente. Un segundo punto, es que la 
sociedad misma contribuye a la creación de riqueza. Si las recompensas deben ser 
proporcionales a las contribuciones a la producción, como lo sostiene la ortodoxia 
neoclásica que al mismo tiempo ignora la contribución de las instituciones sociales, no 
queda sino reconocer que la sociedad tiene un derecho sobre la riqueza, si así lo 
considera pertinente, para lograr los fines de la colectividad. Viviendo por sí sola, la 
persona más productiva no crearía ni remotamente la riqueza que puede producir y 
acumular viviendo en sociedad.  
 
El premio Nobel de economía en 1975, Herbert A. Simon (2003) sostiene que las 
grandes diferencias de ingreso entre los miembros de una sociedad deben ser atribuidas 
a diferencias en la propiedad de capital, del cual la mayor parte es social: conocimiento, 
pertenencia a una familia y otras relaciones sociales privilegiadas. Al estudiar la 
cuestión de la justicia, por tanto, lo que evaluamos es la justicia de la herencia de tales 
recursos a través de líneas sanguíneas. Simon no ve razón moral alguna para un derecho 
inalienable de heredar recursos, o para retener todos los recursos que uno adquiere por 
medio de actividades económicas u de otro tipo. 
 
El argumento usual a favor de ese derecho se basa en el supuesto de mercados 
perfectamente competitivos, donde a los factores se les pagan sus contribuciones 
marginales y no existen externalidades. Pero este supuesto no se cumple en un grado de 
aproximación razonable en las sociedades reales. El acceso al capital social –una fuente 
mayor de la diferencia de ingresos entre y dentro de las sociedades- es  en gran medida 
el producto de externalidades: pertenencia a una sociedad particular, y la interacción 
con otros miembros de esa sociedad bajo prácticas que comúnmente dan acceso   10
preferente a miembros particulares ¿Qué tan grandes son estas externalidades, que 
deben ser consideradas como propiedad común de los miembros de toda la sociedad? 
Cuando se comparan las naciones más pobres con las más ricas, es difícil concluir que 
el capital social pueda producir menos del 90 por ciento del ingreso en sociedades 
opulentas, como Estados Unidos o Europa Noroccidental 
 
Al nacer dos individuos, antes de hacer nada por sí mismos, el que uno haya nacido, por 
ejemplo en Biafra, y el otro en Estados Unidos de América, hace que el segundo tenga 
grandes probabilidades de, cuando llegue a adulto, tener mucho mayor riqueza que el 
segundo. Algo similar se aplica para dos ciudadanos de un mismo país, pero uno nacido 
de una familia acaudalada y otro de una familia indigente. Pero el nacer dentro de cierta 
familia o de una sociedad no tiene nada que ver con las contribuciones marginales del 
recién nacido. Las condiciones en que se desenvolverá cada uno son, en esta temprana 
etapa de su vida, en la que no obstante ya se definió en buena medida el destino de cado 
uno de ellos, en su totalidad consecuencia de una realidad social de la que el individuo 
tomará una mayor o menor ventaja. De ahí que Simon concluya que es la sociedad la 
fuente principal de riqueza, más que los miembros de la sociedad en lo individual. De 
esa manera no existiría base real alguna, ni aun en los términos de argumentación de 
quienes suponen que el derecho de propiedad debe ser absoluto y de quienes producen 
el bien respectivo, para oponerse a toda regulación por el Estado.   
    
 
7.  Un enfoque constructivo 
 
Lo anterior muestra que no es válido ni conveniente basar la discusión de la 
intervención del Estado en la economía en principios doctrinarios, que no llevan a 
ningún lado sino a restarle racionalidad a la argumentación, y eficiencia a la economía 
cuando la política económica se inspira en ideologías extremas. Esto nos lleva a 
considerar las bondades relativas del mercado. Nuevamente aquí se muestran las 
posiciones extremas, pero en un campo de debate más propicio a la argumentación 
basada en realidades. Para los promotores de la privatización o de la desregulación, el 
mercado siempre es más eficiente que el gobierno, sobre todo si éste se abstiene de 
regular. Sin mayor problema adelantan, como argumentos, numerosos ejemplos de 
ineficiencia del gobierno. Eso no es difícil, pues sin duda las instancias se repiten 
incesantemente (E. S. Savas, 2000).  
 
Quienes no sienten tanta admiración por el sector privado, enfatizan por su lado los 
escándalos recientes que han afectado principalmente, pero no sólo, al sector financiero 
de los Estados Unidos. Y se recrean en contar las historias de las Savings and Loans, 
Enron, Andersen, Worldcom, los fondos mutualistas, Barings, Global Crossings, 
Grosso. Se trata de casos concretos que no necesariamente dañan la imagen del sistema 
como tal. El problema, según estos críticos, va mucho más allá. Para ellos la democracia 
moderna es en realidad un mecanismo con el que se turnan en el poder quienes tienen 
dinero o conexiones con los que lo tienen. Nadie sin el apoyo de grandes capitales 
puede aspirar a un puesto público de importancia. Ello define lealtades, y por si no fuera 
suficiente, allí está el lobby de los grandes empresarios para asegurar que los intereses 
de los negocios, así sean ilegítimos y moralmente dudosos, se impongan a la demanda 
de la mayoría de que se regulen y castiguen las malas conductas de los directores de 
grandes empresas. Según Paul Krugman (2003), después de que, en los Estados Unidos,  
la administración de George W. Bush y muchos legisladores hablaron de imponer   11
candados a la conducta fraudulenta de los ejecutivos, esos propósitos fueron derrotados 
por el lobby de los grandes intereses económicos, muchos de ellos con personal 
incrustado en las altas esferas del gobierno.  
 
Aquí no se pretende inclinar la balanza a favor de un lado o del otro, sino resaltar las 
posiciones contrarias, mismas que por su número, debieran convencer al lector de que 
las respuestas ideológicas no son constructivas, y que los casos concretos deben 
estudiarse en sus méritos. Pero esto no es siempre fácil. Es posible mencionar estudios 
sobre los mismos casos concretos que llegan a conclusiones diferentes. Savas, en el 
trabajo citado arriba y en otros, ha analizado los efectos de diversas privatizaciones de 
servicios públicos en ciudades norteamericanas (con lo que en realidad se refiere a que 
los gobiernos subcontraten los servicios públicos con empresas privadas, no a que esas 
empresas contraten con los beneficiarios de los servicios). Su conclusión invariable es 
que esas privatizaciones resultaron en servicios públicos más baratos. Sin embargo, 
Elliot D. Sclar (2000) ha revisado parte de este trabajo y ha encontrado que en muchos 
casos el resultado se debe a una subvaluación de los costos de la provisión privada de 
los servicios público que ignora parte de los costos en que sigue incurriendo el gobierno 
aún después de la subcontratación, como los costos de diseño y negociación de 
contratos, de las licitaciones, de disputas judiciales, de supervisión y vigilancia de que 
se cumpla con el contrato, de negociar contingencia inesperadas, de formular 
renovaciones de contrato, monitorear la satisfacción de los usuarios, etcétera.  
 
No obstante sus diferencias significativas en cuanto a la eficiencia relativa del gobierno 
en la prestación de servicios públicos, ambos autores reconocen un papel fundamental 
para el gobierno, ya sea en la participación directa selectiva (Sclar), o en la regulación 
eficaz, que no significa regulación excesiva (principalmente Savas, pero también Sclar.) 
En esto se parecen más entre sí, que a los proponentes del gobierno mínimo sobre la 
base de una ideología que no aterriza a los hechos concretos del mundo real, y que fue 
discutida en una sección anterior. Casi por necesidad, un analista aplicado, que debe 
trabajar con datos y problemas reales, tenderá a ser menos extremista.  
 
 
7.  Superioridad del mercado (cuando no falla) 
 
Todo lo anteriormente dicho a favor de una intervención eficaz y necesaria del Estado, 
no debe borrar de la vista la evidencia y los argumentos teóricos que sostienen de 
manera incontrastable la mayor eficacia del mercado cuando no existen razones muy 
específicas y claras de fallas de mercado, que justifiquen excepciones muy particulares 
y restringidas. En primer lugar, existe el hecho de que el sector privado arriesga su 
propio dinero en sus negocios, mientras que el burócrata arriesga el dinero de la 
sociedad. En contra, a veces se argumentan los problemas de agente-principal, para 
sostener que los administradores de las empresas privadas tampoco arriesgan su propio 
dinero sino el de los accionistas, en un contexto de asimetría de la información. No se 
puede negar que el argumento tiene algo de fuerza en algunos sectores, como el 
financiero, en el que no sólo existen problemas de moral hazard entre los accionistas y 
los administradores de los intermediarios financieros, sino los provenientes de que estos 
negocios no arriesgan sólo el dinero de sus accionistas, sino también y principalmente el 
de sus clientes.  
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Los mecanismos de vigilancia o gobierno corporativo dejan entonces de ser suficientes 
para aliviar los problemas de conductas indeseables (los clientes no se sientan en los 
consejos, y aunque se sentaran permanecerían los problemas de coordinación entre una 
clientela fragmentada). El papel del gobierno en una regulación sensata, que no 
intervenga en la dirección de las operaciones cotidianas de los bancos, pero que les 
obligue a mantener indicadores de solvencia, es indispensable, si se quieren evitar daños 
mayores, como el de las casi cien crisis bancarias que azotaron al mundo en las últimas 
décadas del siglo pasado, cuando el optimismo por la eficiencia de los mercados llevó a 
muchos gobiernos a descuidar la regulación prudencial de sus sistemas financieros, con  
graves consecuencia sistémicas.  
 
Pero sigue siendo cierto de que a menos que el gobierno intervenga para salvarlas, las 
empresas privadas relativamente ineficientes tarde o temprano salen del mercado, 
mientras que las empresas públicas pueden seguir operando, gracias al financiamiento 
público, de manera casi indeterminada. Sin negar la relevancia de este argumento, cabe 
resaltar que para algunos países, incluyendo a muchos países en desarrollo, esta última 
posibilidad, sin haber ni por mucho desaparecido, ha perdido algo de fuerza, debido a la 
presión de la globalización para que los gobiernos de los países en desarrollo mantengan 
finanzas públicas sanas. De hecho, la presión sobre las finanzas públicas desempeñó un 
papel muy relevante en los procesos de privatización de las últimas décadas. 
 
Desafortunadamente algunos de esos procesos fueron mal hechos y a la larga parecen 
haber provocado casi tantos problemas nuevos, como soluciones a los antiguos. En 
muchos casos se trató de simple incapacidad para hacer bien las cosas. Pero en la 
mayoría de los casos se debió a que se permitió que la ideología interviniera en las 
decisiones, y se supusiera que la simple privatización, sin necesidad de otras acciones 
gubernamentales, como la regulación en su caso, por sí misma corrige los problemas. Al 
fin y al cabo, se argumentaba, el mercado por sí solo da mejores soluciones que las que 
se les ocurran a cualquier grupo de burócratas. Se descuidó entonces que el proceso 
privatizador promoviera la competencia y, donde se justificara, se introdujera una 
regulación moderna y eficiente. En otras palabras se dejó de realizar una tarea meta-
mercados, y que es la del diseño mismo de los mercados, necesaria bajo condiciones de 
monopolio natural y de externalidades, entre otras. 
 
Quienes promueven el mercado, mencionan el derrumbe del socialismo real como 
prueba que les da la razón. Y sin duda se trata de un argumento fuerte, pues si la 
planeación centralizada hubiera resultado ganadora, la cortina de hierro seguiría de pie. 
Pero hay que moderar y poner en su dimensión los hechos. Mientras persistió la guerra 
fría, el capitalismo adoptó elementos moderadores de las simples fuerzas del mercado. 
No fue el capitalismo sin límites el que se impuso, como ahora pretende el extremismo 
del mercado. Incluso, las razones de que se impusiera el capitalismo son más complejas 
de lo que parece a primera vista, de acuerdo a algunos analistas como Stiglitz (1994). 
Pero esta discusión va más allá del punto que se quiere hacer aquí: Si la razón de que en 
general se tienda a preferir el mercado es su mayor eficiencia comprobada en los casos 
comunes, pero con excepciones importantes, el enfoque sugiere adoptar una estrategia 
práctica, en vez de una basada en el dogmatismo (de cualquiera de los extremos), a 
saber: 
 
i)  Preferir soluciones de mercado 
ii)  Permitir excepciones justificadas, pero minimizando la intervención    13
iii)  Tomar la mejor decisión con base en las condiciones de cada sector y el 
desarrollo institucional del gobierno y la sociedad respectivos 
 
No existe razón para no aplicar al gobierno la racionalidad de la teoría de la empresa, 
inicialmente propuesta por Coase (1937), pero que es la base de casi todas las teorías 
modernas en la materia (véase por ejemplo, Martin, 2002.) El desarrollo de esta teoría 
parte de la observación de que al interior de las empresas se efectúan una serie de 
actividades que sustituyen al mercado. Inicialmente, por ejemplo, antes de la 
Revolución Industrial en Inglaterra, los fabricantes de textiles vendían tela a los 
costureros, quienes trabajaban en su casa. Luego les compraban los artículos ya 
confeccionados. Después esos empresarios vieron que los costos de transacción de 
efectuar estas operaciones a través del mercado eran muy elevados, y que se podían 
ahorrar si se contrataba el trabajo de los costureros, y de clientes y proveedores a través 
del mercado, se les convertía en empleados bajo las órdenes de un capataz. Se sustituían 
así las relaciones de mercado por relaciones de comando. Para una empresa es 
conveniente integrar más y más actividades, sustituyendo transacciones de mercado, 
mientras el ahorro en el costo de las transacciones compense los mayores costos 
internos. El si una actividad debe ser realizada internamente o contratada en el mercado, 
no es independiente del tipo de actividad de que se trate, ni de las capacidades concretas 
de la empresa respectiva. 
 
La idea es de una racionalidad impecable y general, que no hay motivo para que la 
inspiración original no se aplique a cualquier organización, sea un club, una asociación 
de cualquier tipo, una iglesia. Dados los objetivos de una organización, el maximizar su 
realización al menor costo, implica desarrollar internamente aquéllas actividades que, 
corrigiendo por calidad, sea más barato que las realicen sus propios miembros 
directamente, que contratarlas por fuera. Para el gobierno significa, entre otras cosas, 
realizar aquéllas tareas que dados sus fines puede realizar mejor. Significa escoger entre 
intervenir o no, y si interviene, cómo intervenir, directamente o subcontratando. Los 
extremistas de uno u otro signo tenderán a irse a las soluciones extrema (o intervención 
nula o total, según la ideología que se detente), pero en el mundo real las soluciones 
óptimas no suelen ser, como dicen los economistas, de esquina. Generalmente lo 
racional es buscar que se igualan los beneficios en el margen de las distintas opciones. 
Cualquier enfoque a priori sería, en este contexto, irracional. Si partimos de la base de 
que ni la intervención nula, ni la absoluta, son racionales, por las razones que hemos 
venido esgrimiendo, la solución es necesariamente intermedia, con la presunción de que 
se carga hacia una intervención bastante moderada y discreta, per eficaz cuando así se 
requiere, por parte del gobierno. 
 
 
8.  Regulación y privatización 
 
Las dos maneras en que, a nivel microeconómico, interviene el gobierno en una 
economía son: la regulación y la actividad productiva directa. Ambas actividades están 
relacionadas. De hecho, la empresa pública puede ser vista como una alternativa a la 
regulación. Por ello también los temas de la privatización y el de la regulación van de la 
mano. Si la empresa pública es una alternativa a la regulación, al privatizar una empresa 
lo primero que se debe preguntar es si debe introducirse una regulación de la parte del 
sector privado que la adquiere, y en su caso, de qué tipo y alcance. Dados los excesos 
nacionalizantes en que muchos gobiernos incurrieron en el pasado, en muchos casos de   14
privatización fue innecesario regular, pero en muchos países los casos obvios ya fueron 
objeto de una privatización. Desde bares y hoteles, hasta industrias pesadas como la 
siderúrgica han sido privatizados en muchos de estos países. El punto es en los casos en 
que existen razones particulares para regular. 
 
A veces la regulación sigue rutas sutiles, que pasan desapercibidas para muchos. Como 
su nombre lo indica, la regulación se refiere a la adopción de reglas y al proceso de 
hacerlas efectivas. Vale la pena poner un ejemplo. En muchos casos los servicios 
públicos no pueden funcionar sin  la intervención gubernamental directa o indirecta. A 
su vez, la indirecta, o a través del sector privado puede tomar dos formas: la 
subcontratación por el gobierno de una empresa privada, para que preste los servicios 
públicos a nombre de gobierno, o la regulación de una empresa que contrata 
directamente los servicios con los usuarios.   
 
A veces un grupo de personas se organiza para prestarse a sí mismas lo que 
normalmente se considera un servicio público, digamos la recolección de basura en un 
condominio. Este servicio lo pueden hacer directamente los condóminos organizados en 
sus tiempos disponibles, o más comúnmente, lo contratan con una empresa. En esta 
instancia, son los condóminos los que prestan el servicio a sus miembros, como el 
principal de un contrato en el que la empresa recolectora actúa como su agente. Y en 
todo esto el gobierno no interviene aparentemente de manera alguna, más que como 
garante del cumplimiento de contratos privados. A este respecto se pueden hacer tres 
observaciones. La primera es la de que la organización de vecinos cumple en este caso 
el papel de una figura social, con cierto parecido a la del gobierno, más que a una 
empresa privada con fines de lucro. La segunda es que a este servicio, que se presta a un 
grupo de condóminos con exclusión de otros miembros de la misma demarcación 
política que pudieran utilizarlo, difícilmente se le puede catalogar como servicio 
público. La tercera es la de que los miembros del condominio no están en libertad de 
disponer de la basura como les venga en gana (no la pueden botar en cualquier lugar), es 
decir, están sujetos a una regulación pública. 
 
Generalmente un servicio público, como la recolección de basura, sigue siendo 
responsabilidad del gobierno aun cuando decide prestarlo a través de la subcontratación 
con una empresa privada recolectora. Más aún, dicha empresa queda sujeta a una serie 
de regulaciones, la mayor parte de ellas especificadas en el contrato, coma la de cuántas 
veces a la semana pasar por cada casa, edificio, parque o vía pública a recoger la basura; 
cómo y dónde disponer de ella; si debe o no separar distintos tipos de basura y si 
algunos deben ser reciclados. Más aún, el gobierno debe supervisar el cumplimiento y 
atender a las sugerencias e inconformidades con el servicio, promover en su caso 
litigios, diseñar y renegociar contratos, proveer para la atención de contingencias. En 
este caso, aún cuando el servicio se presta a través del sector privado, el papel del 
gobierno es fundamental precisamente para que esa participación privada sea posible. 
 
La otra forma de regulación es más sutil, pero no por ello menos importante. 
Supongamos que el gobierno no contrata a la empresa prestadora del servicio, sino que 
deja que cada cual contrate con una empresa privada la recolección de basura. Aun en 
este caso el gobierno deberá decidir qué hacer con la basura en parques y vías públicas, 
pero hagamos abstracción de ello para ilustrar con mayor claridad la importancia de la 
acción gubernamental. Lo más probable es que el gobierno decida, correctamente, que 
las empresas recolectoras sean objeto de algún procedimiento de certificación, que si   15
bien no lo tiene que realizar el gobierno, para que funcione bien deba ser mandado y 
regulado por alguna autoridad. El tiempo que pudiera tomar a los particulares hacer el 
respectivo screening de empresas incapaces o irresponsables podría ser fatal por razones 
de salud. Además en emergencias, así como ante quiebras inesperadas, el gobierno 
sigue teniendo la obligación de que la basura se levante, para evitar infecciones. 
 
En un sistema de contratación directa entre usuarios y empresas recolectoras, el 
gobierno debe asegurar que todo mundo tenga el servicio contratado, y además con una 
calidad mínima del mismo garantizada, pues la basura no recolectada o mal desechada 
es un mal público. Si alguien no paga para que le levanten su basura afecta la salud de 
su comunidad, no sólo la suya propia. En estas circunstancias, el mercado por sí solo no 
asegura la cantidad y calidad óptimas del servicio, desde el punto de vista social. Para 
que la sociedad aproveche las ventajas potenciales del mercado, hay que apoyarlo, 
mediante una regulación lo más discreta posible sin dejar de ser eficaz.  
 
De los tres sistemas considerados aquí (servicio directo por el Estado, subcontratación, 
y contratación entre empresas y usuarios), el papel del mercado se maximiza con el 
último de ellos. Pero éste requiere de un gobierno lo suficientemente fuerte y capaz 
como para asegurar que empresas y usuarios cumplan con ciertos mínimos de conducta, 
con un uso más latente que real de la coacción gubernamental, dado el caso. Sólo los 
gobiernos con una gran autoridad y legitimidad son capaces de lograr que un sistema de 
recolección de basura de este tipo funcione efectivamente, o para el caso, cualquier 
servicio público (en el sentido del bien público de que hablan los economistas, y que 
discutiremos más delante.) Por ello sólo se ve en algunas ciudades de los países de 
mayor cultura y desarrollo en Europa, principalmente. En Estados Unidos lo que suele 
observarse es una mezcla de los dos primeros sistemas. En los más subdesarrollados, 
con un gobierno menos capacitado, a pesar de su tamaño, lo que domina es la prestación 
directa por el Estado. Cabe concluir aquí que: Más sector privado no significa menos 
gobierno, sino un gobierno diferente, más eficaz, lo suficiente para minimizar la 
necesidad de su intervención directa en los procesos productivos. Es como un partido 
de fútbol bien arbitrado: nadie se da cuenta del árbitro, lo que no sucedería si deja de 
pitar o pitara mal las faltas. 
 
 
9.  Razones particulares para regular 
 
Hasta ahora se ha hablado de que existen algunos sectores de la economía, los menos 
pero muy importantes, en que la regulación es importante, debido a la existencia de lo 
que los economistas llaman fallas de mercados. Si bien la existencia de fallas de 
mercado puede en principio justificar una cierta intervención estatal, ello no es 
necesariamente así. A las fallas del mercado deben contraponerse las fallas del gobierno 
(ineficiencia, captura del regulador, incentivos incorrectos, politización de problemas 
económicos, etc.) Sólo cuando el efecto neto es positivo se justifica la acción estatal. 
Los ejemplos considerados hasta ahora se refieren fundamentalmente a un cierto tipo de 
falla de mercado, la de los bienes públicos, que se definen más adelante. Pero es 
necesario considerar otras fallas del mercado. 
 
Quizá la falla más importante en las reformas recientes es la resultante de lo que los 
economistas llaman monopolio natural. Un mercado caracterizado por condiciones de 
monopolio natural es aquél en el que un solo productor puede satisfacer toda la   16
demanda del mercado a un costo menor que si hay más de un oferente. Lo que los 
economistas llaman monopolio natural se refiere entonces a una característica de la 
función de costos, no a si existe o no un monopolio en la realidad. Puede haber 
mercados en los que exista un monopolio sin que se trate de un monopolio natural, y 
bajo ciertas condiciones, como por ejemplo los subsidios a la entrada, en que exista 
competencia, a pesar de existir fuertes economías de escala. Esto es a veces confuso, 
incluso para los economistas.  
 
Si las condiciones de monopolio natural son lo suficientemente fuertes, en una situación 
de libre juego de las fuerzas del mercado será casi seguro que una sola empresa termine 
controlando toda la oferta. Si la demanda es suficientemente inelástica, dicha empresa 
podrá cargar precios tan altos, que la disminución de la demanda y la producción sean 
tales, que las pérdidas económicas de los consumidores más que compensen las 
eficiencias del monopolio provenientes del aprovechamiento de las economías de escala 
o de diversidad en el caso de monopolios multiproducto. Existe aquí una racionalidad 
para la intervención estatal, ya sea regulando al monopolio o constituyendo un 
monopolio público, si por ejemplo, la regulación resultara demasiado ineficiente, habida 
cuenta del desarrollo institucional de la sociedad respectiva (capacidad y eficacia del 
gobierno, sistema legal transparente, tribunales eficaces y expeditos, etc.) Bajo 
condiciones de incapacidad gubernamental absoluta, pudiera ser mejor tolerar un 
monopolio privado sin regulación que una regulación desastrosa, o una producción 
pública absolutamente ineficiente.  
 
Un contexto en el que la ineficiencia de duplicar recursos se presenta de manera 
especial es el de las economías de red. Estas se refieren a situaciones en las que la 
utilidad de la red para los individuos aumenta entre más individuos se conecten a ella. 
El caso más comentado es el de las redes telefónicas. Para un grupo de consumidores es 
ineficiente conectarse entre dos redes distintas pero idénticas en cuanto el tipo de 
servicios ofrecidos. Por ejemplo, hace mucho en México había dos compañías 
telefónicas que prestaban el servicio local en diversas partes del país: Ericcson y 
Mexicana. Las redes telefónicas no estaban interconectadas, de manera que no se podía 
hablar de un teléfono contratado con una compañía, a uno contratado con la otra. O se 
optaba por estar comunicado sólo con un subconjunto de usuarios, o se pagaban dos 
teléfonos, con la duplicación de costos y las confusiones a la que ello se prestaba. 
 
Claramente, la duplicidad de redes en este caso es ineficiente, pero existe una opción, en 
principio, al monopolio público o regulado. Se puede obligar a todos los participantes a 
permitir la interconexión de sus redes con las de los competidores, con lo que de hecho 
todas las redes parciales se combinan en la creación de una gran red. Sin embargo, una 
empresa dominante tiene todos los incentivos para negar o desalentar la interconexión 
de competidores. Aquí la regulación para asegurar el acceso puede permitir al mismo 
tiempo la competencia y la explotación al máximo de las economías de red. Cabe 
señalar que en este contexto, y desde un punto de vista económico, las economías de red 
provienen más del hecho de tener a muchos clientes conectados, que de las 
características físicas de la red de que se trate. El valor de la red lo constituyen más los 
clientes conectados que el valor de la infraestructura física, trátese de una red telefónica, 
de gas, de agua, o de lo que sea.  
 
¿Cabe preguntarse quién debe ser el titular de las economías de red, la empresa que en 
su caso la explota como empresa monopólica o dominante, o los usuarios que al   17
participar en la red definen el valor que ésta tiene? Este es un ejemplo de cómo los 
derechos de propiedad son una convención social. Muchos países y para algunos 
sectores, tienden a una definición explícita o implícita  de los derechos de propiedad a 
favor del monopolista establecido, con lo que refuerzan y consolidan el monopolio. 
Otros se inclinan más por definir una regulación que socializa el usufructo de las 
economías de red, al mandar el acceso obligatorio en condiciones que permitan al 
operador de la red recuperar sus costos más una tasa de ganancia, sin que se apropien 
del valor agregado por las economías de red. Como lo discutimos arriba, no hay una 
razón de derecho natural que lleve a preferir una definición o la otra.  
 
El tipo de regulación o ausencia de ésta define o limita los derechos de propiedad. Lo 
relevante es entonces qué tipo de definición es más eficiente para la sociedad, misma 
que es la fuente principal de la creación de riqueza en una sociedad moderna, como lo 
discutimos antes, y que en el caso de las redes es clarísimo: el valor lo definen no el 
dueño de la infraestructura física de la red, sino el número de participantes en ésta. La 
mayoría de los países reconocen en teoría el derecho de los competidores al acceso a las 
redes en condiciones competitivas, con lo que, en teoría también, aceptan la pertinencia 
de la regulación cuando la misma maximiza el valor social. De hecho, en el caso de 
redes, los países más exitosos en sus políticas, son los que han logrado regular 
eficazmente para asegurar el acceso de competidores. En cambio, los países que en los 
hechos han protegido monopolios en la explotación de redes, éstas se han quedado 
rezagadas, con relación a su potencial para contribuir a la creación de riqueza 
 
Otra circunstancia en la que la regulación gubernamental puede ser importante es la de 
los bienes públicos. Aquí también es pertinente, como en el caso del monopolio natural, 
clarificar la diferencia entre lo que significa bien público para los economistas y para el 
resto de la gente. Para un economista, bien público es aquél que se caracteriza por dos 
aspectos. El primero es la imposibilidad de excluir a personas del consumo de un bien 
(non excludability), independientemente de si pagan o no. Por ejemplo, que se 
beneficien del alumbrado de una calle todos los vecinos. La segunda, también 
compartida por el ejemplo anterior, es la que el consumo de una unidad de un bien no 
impide el consumo de esa misma unidad por otra persona. El ejemplo clásico es el del 
conocimiento. Cualquier bien que posea una sola de estas características suele requerir 
la intervención directa o la regulación para que el mercado respectivo funcione 
adecuadamente, pues de otra manera habrá una oferta deficiente o nula de esos bienes. 
Si no se les puede a los consumidores cobrar por un bien, pues quién va a querer 
producirlo. Si muchos consumidores se benefician de un bien, todos querrán que los 
otros lo paguen. 
 
Un bien público no tiene que ser producido por el sector público. El gobierno puede 
encargarlo a una empresa privada, y pagarlo de los fondos presupuestales generales, o 
establecer una contribución especial obligatoria. También puede haber, y los hay en 
abundancia, bienes que sin ser públicos son provistos por el sector público. Pero para el 
común de la gente bien público es el que provee el gobierno, de ahí que el concepto sea 
fuente de todo tipo de confusiones, al igual que, como se señaló arriba, el concepto de 
monopolio natural. A veces uno escucha expresiones como la de que “los bienes 
públicos deben desaparecer, porque el gobierno es muy ineficiente”, en que queda claro 
el uso no técnico del término. 
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Relacionado con el concepto de bien público se encuentra el concepto de 
externalidades, que se refiere a la situación en la que el consumo de un bien por alguien 
afecta positivamente o negativamente a alguien más. En el caso de externalidades 
positivas, quienes compran el bien respectivo sólo toman en cuenta su satisfacción 
propia, y no la que disfrutan otros. De ahí que la producción de bienes con 
externalidades positivas tienda, bajo condiciones de mercado sin regulación, a ser 
menor al óptimo social. Lo contrario pasa con las externalidades negativas. El mercado 
por sí sólo tiende a sobre producirlas desde el punto de vista social. Un ejemplo es el de 
la contaminación, sobre la que la regulación, de un tipo u otra, incluso utilizando 
mecanismos de mercado para que cada cual pague por la contaminación que produce, es 
del todo necesaria. Pero no obstante la aparente fuerza del argumento, hay algunos 
analistas, pocos pero influyentes, que se oponen a casi cualquier tipo de regulación 
ambiental, como sucede en el caso de diversos think tanks norteamericanos, financiados 
por empresas poderosas, a las que, como las de energía, les cuesta mucho la regulación 
ambiental. 
 
Por ejemplo, la administración norteamericana de George W. Bush, con estrechos lazos 
con compañías de energía, desconoció la suscripción, por la administración de William 
Clinton, del Protocolo de Tokio, que obliga a sus subscriptores a adoptar estrictas 
regulaciones ambientes, para disminuir los gases que producen sobrecalentamiento de la 
tierra (efecto invernadero.) Este desconocimiento era parte del programa de muchos de 
esos think tanks, desde antes del arribo de Bush al poder, como parte de su programa en 
contra de toda regulación económica, y muy en especial la de tipo ambiental. Es 
probable que como lo han argumentado, el citado protocolo sea deficiente, al no obligar 
por ejemplo a los países en desarrollo a reducir sus emisiones. Pero esas deficiencias en 
todo caso justificaban que se impulsara su corrección, no el rechazo del principal 
generador de gases de invernadero a cualquier compromiso en la materia.              
 
Un último ejemplo en el que la regulación puede ser relevante se refiere a la de 
situaciones de ausencia de información, o por lo menos de deficiencias y asimetrías en 
la información al alcance de diferentes agentes económicos. Los economistas califican a 
los bienes en tres categorías (véase Tirole, 1988): bienes-búsqueda, bienes-experiencia, 
y bienes-creencia, de conformidad con la información disponible. Para el primer tipo de 
bienes el consumidor conoce sus características, de manera que puede buscar el bien 
que más le convenga para satisfacer alguna necesidad o propósito. En estos casos, no se 
requiere intervención alguna para que el consumidor tome una decisión adecuada. En 
los bienes-experiencia, el consumidor no conoce bien las características del bien en 
cuestión, hasta que lo compra y lo prueba, quizá por algún tiempo, o quizá varias veces. 
En la medida que el bien se consuma a menudo y el consumidor lo llegue a conocer más 
o menos rápido, la regulación no será necesaria. Pero a medida que el consumo sea más 
intermitente y que al consumidor le cueste trabajo darse cuenta de todas las 
características del bien, vis a vis sus gustos y necesidades, quizá por efectos secundarios 
o retardados, el consumo simultáneo de otros bienes, etc., entonces el gobierno puede 
hacer que el mercado funcione mejor mediante divulgación de información, 
certificaciones, garantías, vigilancia, penalización de fraudes, obligaciones de informar 
características en los instructivos o en el empaque, solución de controversias, o normas 
y estándares, entre otros métodos. El de los bienes-creencia es un caso extremo de 
ausencia de información. Por ejemplo, un individuo nunca sabrá a ciencia cierta si un 
médico especialista que ve una sola vez en la vida es bueno o malo, pero un sistema de   19
certificación propiamente regulado por el gobierno, realizado quizá por un ente no 
gubernamental, puede hacer una gran diferencia, a favor de la eficiencia del mercado. 
 
 
10.  Para regular bien 
 
El objeto de la regulación es el de mejorar, en casos concretos de falla de mercado, los 
resultados que se obtendrían de un mercado no regulado. Para ello se requiere una 
regulación eficaz que, en primer lugar, promueva la competencia en casos de monopolio 
natural o de barreras significativas a la entrada, no como un objetivo en sí misma, sino 
como el medio para asegurar los resultados favorables que se esperan del 
funcionamiento de los mercados. Recuérdese que el meollo del argumento de que los 
mercados aseguran un funcionamiento eficiente de la interacción de una multitud de 
agentes en competencia, es precisamente la existencia de esta última, como condición 
sin la cual todo el argumento se viene abajo. Sin competencia no hay eficiencia en el 
actuar de los mercados. Tal regulación debe proteger a los consumidores, pues al fin y 
al cabo, el objeto de toda actividad económica es en última instancia el consumo. 
 
Para que la regulación económica cumpla su cometido y no se desvíe hacia propósitos o 
que le son ajenos o contrarios a sus propósitos legítimos, debe asegurarse que se evite la 
captura del regulador por partes interesadas, en beneficio de ellas y en perjuicio de las 
mayorías. Esta es una de las partes más problemáticas en la regulación, pero se ha 
avanzado en el ámbito teórico y en algunos países y sectores, en el ámbito práctico, en 
el diseño institucional para promover el funcionamiento adecuado de las instancias 
reguladoras, tales como la instauración de comisiones reguladoras autónomas, con 
permanencia asegurada, independiente de ciclos políticos; así como la rendición de 
cuentas a representantes de grupos amplios de la sociedad y en especial a asociaciones 
de consumidores representativas, y no sólo a pequeños grupos de interés; y 
transparencia en los procesos para la toma de decisiones.   
 
Pero las asechanzas contra la buena regulación pueden venir de muchos lados. El 
regulador mejor intencionado puede ser derrotado por el lobby empresarial ante el poder 
legislativo, ya que este puede cambiar y torcer la mejor de las iniciativas, para responder 
a intereses diversos, por motivos de apoyo político, contribuciones a campañas 
políticas, o simple corrupción. En el caso de la regulación económica, los regulados 
suelen tener muchos recursos con que financiar campañas para lograr apoyos en contra 
de quien se contraponga a sus intereses. Otro obstáculo suele ser el del poder judicial 
cuando se trata de aplicar reformas innovadoras, que requieren la interacción entre el 
Derecho y otras disciplinas, que los jueces no entienden bien. En países como la 
mayoría de los de Latinoamérica, de fuerte tradición estatutaria o napoleónica, una 
regulación moderna, que requiere la inclusión de análisis económicos en la aplicación 
de las leyes y demás preceptos regulatorios, no suele cuadrar bien con la preparación y 
experiencia de los jueces. Como resultado suelen arrastrar los pies, hasta que las 
resoluciones se vuelven irrelevantes por lo inoportunas; y como reza la máxima, 
“justicia que no es oportuna no es justicia”. De esa manera vuelven nugatorias las 
reformas que buscan una mejor regulación. 
 
Poco hay que las instancias reguladoras puedan hacer a este respecto, más allá de 
buscar, mediante tareas de abogacía para educar y convencer a legisladores y jueces, y 
para promover una base amplia de apoyo entre la población a favor de la competencia,   20
que es la parte medular de una regulación económica moderna. Pero también deben 
estar conscientes de las limitaciones institucionales. Las reformas regulatorias, 
incluyendo aquí la privatización de “empresas reguladas”, no se dan en el vacío. Si las 
propuestas no toman en cuenta las restricciones institucionales, la reforma más bien 
intencionada en sus propósitos fácilmente puede verse distorsionada en la realidad. Hay 
reformas que si bien en principio serían deseables, son irrealizables en el contexto 
institucional de un país y un gobierno. Por ejemplo, si se decide privatizar un 
monopolio natural y regularlo, pero la regulación se anula después, sea por indolencia, 
por captura del regulador o por las instancias judiciales, o peor aun, es distorsionada en 
sus objetivos y efectos reales, lo que puede resultar es un simple monopolio privado que 
puede bajo ciertas circunstancias, ser peor que el anterior monopolio público. Estas 
posibilidades, particulares de cada realidad, de cada país y sector, deben ser aquilatadas 
para decidir si realizar o no una reforma, y qué características darle. Si de salida se sabe 
que el programa de reforma no podrá ser aplicado, pudiera ser mejor no efectuarla. 
 
Desafortunadamente, en la actualidad en muchos países en desarrollo (y en algunos 
desarrollados) no existen condiciones para que se realicen reformas regulatorias bien 
hechas. Las que se hicieron en el pasado no están funcionando como se planearon, por 
lo que se requiere revisarlas (reformas de segunda generación). Quizá antes de pensar en 
nuevas reformas sectoriales, los gobiernos de esos países debieran ocuparse en mejorar 
las instituciones y hacer las correcciones adecuadas, para que los nuevos intentos no 
terminen también en éxitos parciales, difíciles de mejorar luego, o fracasos que crean 
inercias. De las condiciones favorables para una regulación satisfactoria pocas se 
cumplen en esos países, pero es importante tenerlas en cuenta. En una reforma 
modernizadora, la privatización es importante, pero no es el objetivo principal. Lo 
esencial es introducir la competencia, en beneficio de  los consumidores. Ello requiere 
un diseño de mercados adecuado y una regulación moderna y eficaz, en un marco de las 
restricciones institucionales que la dificultan o la pervierten. 
 
Diversas autoridades gubernamentales parecen no estar convencidas de que el meollo de 
una reforma económica modernizadora es el fomento a la competencia. Que de otra 
manera se seguirá protegiendo a grupos específicos, en detrimento del desarrollo 
general. Otro tema en que los encargados de promover y ejecutar reformas 
modernizadoras han mostrado poco convencimiento es el de la inversión extranjera. 
Esta se limita todavía sin razón válida en muchos sectores. Se hacen reservas de 
contenido nacional en licitaciones y se dan preferencias a nacionales.  A pesar de la 
recomendación de organismos internacionales, muchos gobiernos de países en 
desarrollo se oponen a conceder mayores atribuciones y autonomía a las comisiones 
reguladores sectoriales, oponiéndose así a una tendencia mundial muy clara en los 
países más desarrollados, a favor de la competencia y la transparencia. Los reguladores 
en muchos de esos países son reclutados de entre ex-funcionarios de las empresas a las 
que luego regulan. Diversas autoridades locales dan licencias exclusivas a grupos 
determinados para la realización de ciertas actividades económicas dentro de sus 
territorios, con exclusión de competidores no sólo del exterior, sin incluso de otras 
regiones del mismo país. 
 
Cabe preguntarse si tiene mucho sentido impulsar reformas que tengan como función 
principal impulsar la competencia, cuando los encargados, dentro de la administración 
pública, de liderar el impulso reformador, de detallarlo y negociarlo, de coordinar 
actividades y echarlas a andar, o no están convencidos de la competencia o, muy   21
probablemente, el contexto en el que se mueven les limita su acción, de suerte que en 
realidad actúan como si no les importara la competencia. Pero no es la falta de 
compromiso con la competencia de algunos reguladores lo único que limita la eficacia 
de las reformas. El poder judicial en muchos de esos países, correcta o incorrectamente, 
dadas las disposiciones legales y los procedimientos vigentes, bloquea sistemáticamente 
a los reguladores cuando éstos intentan introducir la competencia, muchas veces 
mediante el simple expediente de retrasar las resoluciones, hasta que por el paso del 
tiempo y el cambio en las condiciones, se vuelven irrelevantes.  
 
Esta visión sombría, pero real, no tiene por objeto sino el subrayar las condiciones bajo 
las cuales se aplican regulaciones y reformas en algunos países, y que de manera realista 
deben ser tomadas en cuenta en el diseño y aplicación de las reformas y políticas. De 
poco sirve plantearse reformas ambiciosas si no existen las condiciones para aplicarlas 
con éxito. Mejor una reforma no tan perfecta, pero al alcance, en su caso, de la 
respectiva realidad institucional. Asimismo, debe en su caso realizarse un esfuerzo 
decidido y serio, en plantear, en los momentos y con los instrumentos adecuados, las 
reformas del marco institucional mismo, que determina el funcionamiento de las demás 
reformas. Asimismo, se deben reconocer los fracasos y los errores para corregirlos. Esto 
puede ser más urgente que el impulso de reformas nuevas: es decir, volver a encarrilar 
las anteriores.  
 
 
11. Aprender de las experiencias 
 
Las experiencias privatizadoras de los últimos años permiten considerarlas para estudiar 
la relevancia de la regulación, e ilustrar cómo, en múltiples instancias, una regulación 
deficiente o mal hecha, es determinante, en su caso, para el fracaso de las reformas 
respectivas. Como se señaló antes, la empresa pública puede ser vista como una 
alternativa a la regulación, en el caso de los “sectores regulados”; como les llaman los 
economistas a aquellos sectores en que se presentan algunas de las fallas de mercado 
discutidas arriba, y que pudieran justificar, en principio, algún tipo de regulación; pero 
sin que dichos sectores estén necesariamente regulados. También puede haber sectores 
regulados en la realidad, sin que para ello exista alguna razón económicamente válida. 
 
Las privatizaciones de “sectores regulados” permiten, mediante una comparación del 
tipo de antes y después, y considerando si la privatización se vio acompañada o no de 
una reforma regulatoria, y de qué tipo, extraer algunas conclusiones generales acerca del 
papel de la regulación en el funcionamiento de dichos sectores. Obviamente, el análisis 
debe concentrarse en privatizaciones en aquellos sectores en los que se presentan 
condiciones de monopolio natural, externalidades, u otras de las que en principio 
justificarían una regulación y que fueron revisadas en una sección anterior. Asimismo, 
de las experiencias propias y extrañas se debe aprender para evitar errores y, de ser el 
caso, corregirlos. Más adelante se considerarán primero las experiencias de Inglaterra y 
Chile, como países en los que se han efectuado reformas generalmente consideradas 
exitosas. Después se discuten los casos de reformas en otros países en los que la 
experiencia es mixta, en cuanto a éxitos y fracasos de las privatizaciones.  
 
11.1 Medición del impacto de las reformas 
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Antes de proceder, es conveniente hacer una aclaración acerca de cómo se aquilata aquí 
el éxito o fracaso, desde un punto de vista económico, de una reforma. Existen diversas 
maneras de hacer esa evaluación, cada una con sus defectos, por lo que se debe siempre 
tener presente qué es lo que se quiere decir. El criterio más común es el del excedente 
del mercado. Según éste, el impacto de una reforma se mide como el cambio del 
excedente de los consumidores, más el de los productores, más en su caso el del 
gobierno. El cambio en el excedente de los consumidores se mide como la disminución 
de precios multiplicada por la cantidad consumida (de hecho, el promedio de lo 
consumido antes y después de la reforma.) Esta es una medida del impacto sobre los 
consumidores pues mide el abaratamiento de lo que compran. Si los bienes se 
encarecen, el método es el mismo, pero en lugar de aumento resulta una disminución del 
excedente de los consumidores. El cambio en el excedente de los productores es la 
variación de sus ganancias, y el del gobierno es el impacto sobre los impuestos netos de 
subsidios. Esto último porque si una reforma implica dejar de subsidiar, por ejemplo, el 
bien respectivo, el gobierno podrá dejar de cobrar impuestos en ese monto a los 
consumidores. 
 
11.1.1 El impacto distributivo en la evaluación de las reformas 
 
El evaluar igual el excedente de los consumidores que las ganancias de las empresas 
suele ser justificado porque de esa manera no hay que introducir en la evaluación juicios 
de justicia distributiva. Simplemente se considera la eficiencia y se evalúa igual un peso 
más de ganancias de los productores, que un peso menos de gasto de los consumidores, 
al fin de cuentas, si ignoramos la distribución, un peso es un peso, independientemente 
de quien lo reciba. Sin embargo, la moderna teoría de la regulación reconoce que la 
cuestión no es tan sencilla como antes se suponía, y le asigna distinto peso a las 
ganancias de las empresas que al excedente de los consumidores. Laffont y Tirole 
(1993) justifican lo anterior, al observar que en un sector regulado las ganancias y los 
impuestos netos a la actividad regulada están vinculados. De suerte que si, por ejemplo, 
los precios están regulados y el gobierno asegura a los productores una ganancia 
mínima que garantice su permanencia, un peso más de ganancias garantizadas va contra 
un peso más de subsidio (o uno menos de impuestos). Pero el gobierno recauda ingresos 
para financiar ese subsidio neto mediante impuestos al resto de la población, que por 
cada peso recaudado generan impactos negativos de más de un peso, tanto por el costo 
de la administración tributaria, como por el efecto distorsionante de los impuestos en el 
sistema de precios. De esa manera los mencionados autores justifican, por cuestiones de 
pura eficiencia, el asignar un mayor peso al excedente de los consumidores que a las 
ganancias de un monopolio regulado 
 
Armstrong, Cowan y Vickers (1994) siguen un procedimiento más directo, y suponen 
simplemente que en la función objetivo del gobierno, los consumidores tienen un peso 
mayor que los productores, lo que a primera vista podría parecer una pifia, pues a fin de 
cuentas los productores son también consumidores, y el objeto de toda actividad 
económica tiene como finalidad última el consumo. Pero tal error no existe. Este 
procedimiento simplemente refleja las prioridades y restricciones de los gobiernos. Por 
ejemplo, supongamos que un gobierno busca el apoyo de la ciudadanía para privatizar la 
electricidad bajo el argumento de que bajarán los precios, y resulta que los precios, 
después de la privatización, se duplican, pero que las ganancias aumentan en un monto 
superior a la disminución del excedente de los consumidores, sin que se afecten las 
finanzas públicas. El método del excedente del mercado arrojará una evaluación   23
favorable de la reforma, pero lo más probable es que ese gobierno pierda las siguientes 
elecciones. 
 
Incluso, no se necesita que los precios en promedio suban, para que un gobierno pierda 
el apoyo de su electorado. Basta muchas veces que se perciba que la reforma afectó 
desfavorablemente a algunos sectores débiles de la población, como los ancianos y los 
desempleados, para que, como en Inglaterra, los reformadores pierdan el apoyo de la 
ciudadanía. Los laboristas ganaron las elecciones en 1997, con un candidato (Toni 
Blair) que ofreció corregir los aspectos negativos de las reformas de los conservadores, 
sin revertirlas, pero buscando mejorar los impactos distributivos. Asimismo ofreció, y 
cumplió, imponer un impuesto especial a las ganancias extraordinarias de las empresas 
privatizadas. En Chile, la Alianza Popular derrotó al candidato de los seguidores de 
Pinochet (Hernán Bichi), con un programa para corregir los efectos distributivos 
perversos de las reformas introducidas por los pinochetistas, pero sin cancelar las 
reformas mismas, en reconocimiento de los efectos favorables sobre la eficiencia 
económica. En Bolivia, la percepción de que las reformas habían beneficiado sólo a 
algunos cuantos y perjudicado a las mayorías, predispuso a la población contra todo lo 
que promueva la economía de mercado, al grado de que derribaron a un presidente por 
haber pretendido exportar gas.  
 
En este capítulo se adopta un enfoque simple, consistente en considerar el impacto de 
las reformas sobre los precios promedio al consumidor. Para la mayoría de la población, 
cualquier reforma que haga que los precios suban, será considerada como un fracaso. 
Este enfoque deja fuera otras consideraciones de otros enfoques más complejos, pero las 
cuestiones que se dejan fuera no son tan importantes como el asunto de los precios, por 
las razones apuntadas arriba. Incluso pueden sesgar el análisis de lo verdaderamente 
relevante en el mundo real, con sus restricciones políticas sobre los gobernantes. Antes 
de pasar al relato de algunas experiencias, considero importante hacer algunas 
aclaraciones adicionales respecto del enfoque aquí adoptado. 
 
El enfoque ortodoxo, o del excedente del mercado, toma en cuenta el aumento en las 
ganancias, pero no el efecto sobre los salarios y el empleo generados en el sector sujeto 
a reforma, lo que es sin duda un sesgo, quizá inadvertido, debido a los supuestos del 
modelo neoclásico en que se basa dicho enfoque, y que usualmente supone pleno 
empleo y que los salarios se igualan al que los trabajadores podrían obtener en otra 
empresa. Pero estos supuestos son inapropiados si, como suelen clamar los proponentes 
de la privatización, las empresas públicas pagan salarios excesivos y emplean a 
demasiada gente. Un ejemplo sencillo ilustra el sesgo. Suponga que después de la 
privatización no cambian los precios, ni los costos no laborales, ni las cantidades 
producidas ni los insumos utilizados, por lo que no hay efectos sobre el resto de la 
economía. Que lo único que sucede es que la nueva empresa privada, en su búsqueda de 
máximas ganancias, reduce los excesivos salarios que pagaba el gobierno cuando era el 
propietario. Las ganancias suben entonces en lo mismo que baja la suma de salarios. Es 
claro que no hay cambios en la eficiencia, sino sólo en la distribución de los beneficios 
extraordinarios, que antes se los apropiaban los trabajadores y ahora se los apropia el 
empresario privado, o el gobierno si los reflejó en el costo de venta de la empresa. El 
enfoque ortodoxo, sin embargo, al incluir el cambio en ganancias pero no en salarios, 
señalará incorrectamente un impacto positivo de la privatización sobre la eficiencia. En 
cambio, en este caso concreto, el enfoque aquí seguido, de sólo considerar los impactos 
sobre los precios sí daría la respuesta correcta, de que el impacto es nulo.    24
 
Sin embargo, hay reformas cuyo efecto más claro es sobre los subsidios, en cuyo caso 
los beneficios al consumidor se registrarían por el lado de menores impuestos o de 
mayores gastos sociales y en infraestructura. En esas situaciones deberá considerarse 
expresamente tal impacto en la evaluación de las reformas. Por último, cabe señalar que 
otra justificación para darle poca importancia a las ganancias en la evaluación de las 
reformas (mientras no se vuelvan tan poco atractivas como para que las empresas salgan 
del mercado), es que la participación del capital extranjero suele ser elevada en las 
empresas privatizadas, mientras que las funciones objetivo de los planificadores sólo 
suelen considerar el bienestar de los habitantes del propio país. 
 
11.1.2 El costo de la inversión pública en la evaluación de las reformas 
 
Una cuestión un tanto más preocupante con el enfoque propuesto es la que tiene que ver 
con el aumento en la cobertura. Ugaz y Waddams Price (2003), proponen como medida 
del impacto de una reforma, la suma de la variación del excedente del consumidor y una 
estimación del impacto sobre el bienestar social del aumento de la cobertura que la 
reforma hace posible. Esto último es irrelevante en los países desarrollados, donde la 
cobertura de los servicios públicos era ya universal, desde antes de las reformas. Pero 
puede ser, y generalmente lo es, muy importante en los países en desarrollo. Para 
alguien que no tenía teléfono, el beneficio de tenerlo ahora es mayor que lo que paga 
por el mismo.  
 
Sin embargo, casi nunca es claro cuánto de los aumentos de la cobertura se deben a una 
mayor eficiencia después de la reforma y cuánto a que el crecimiento de la empresa 
pública estaba reprimido presupuestalmente. El método de Ugaz y Waddams Price 
añade complejidad y no es claro el efecto de qué cosa es el que mide: el de la eficiencia 
productiva, o el de las restricciones presupuestales para reducir el déficit público, 
concepto que al menos como medida de solvencia del gobierno es muy cuestionable. El 
problema de astringencia presupuestal, para las empresas públicas relativamente 
eficientes, puede resolverse corporatizándolas (véase Stiglitz, 2000); es decir, 
sacándolas del presupuesto y permitiendo que se endeuden para proyectos rentables, 
pagables con los rendimientos de los mismos proyectos. 
 
También las empresas privadas acuden a los mercados a conseguir financiamiento, sin 
que a nadie se le ocurra que el endeudamiento por parte de una empresa privada para 
financiar algo rentable sea una pérdida que deba evitarse. En última instancia, no es la 
empresa, sea pública o privada, la que acaba pagando en definitiva el costo del servicio, 
sino el usuario. A menos que haya un subsidio. Pero el costo neto para el gobierno será 
sólo el monto del subsidio, sea para cubrir ineficiencias si la empresa es pública, o para 
abaratar el servicio a ciertos grupos de población, sea pública o privada. De ninguna 
manera este costo neto puede igualarse al monto total de la inversión, que es lo que 
refleja el concepto del déficit de las finanzas públicas. En el pasado se utilizó 
incorrectamente, para frenar la inversión pública, su impacto sobre el déficit, concepto 
que debe servir para otra cosa (medir la inyección de recursos en el corto plazo con 
propósitos de estabilización, no para aquilatar la rentabilidad de largo plazo de los 
proyectos). Si el sector privado utilizara una contabilidad similar a la del déficit público 
para decidir si un proyecto es o no rentable, la inversión privada sería casi nula. 
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En Estados Unidos, la empresa de electricidad más grande, y que la genera a un costo 
significativamente menor que el promedio en ese país, es una empresa pública, la 
Tennessee Valley Authority. La contabilidad de esa empresa se maneja por afuera del 
presupuesto del gobierno, la empresa tiene facultades para endeudarse, y sigue 
procedimientos contables y de evaluación similares a los de una empresa privada. Esto 
es lo adecuado para una empresa productiva, pública o privada. De esa manera no se ha 
permitido que una ortodoxia fiscal mal encaminada ahogue el crecimiento de una 
empresa pública rentable.  
 
Lo anterior no significa que no se juzgue importante considerar la evolución de la 
cobertura después de que se privatiza una empresa de servicios públicos. Pero la falta de 
expansión de dicha cobertura, mientras la empresa era pública, pudo deberse, al menos 
en parte, a cuestiones distintas a la de la eficiencia. Como lo sostine Sclar (2000), los 
devotos del mercado no se plantean por lo general la posibilidad de mejorar la eficiencia 
de la empresa pública como una alternativa válida a la privatización. Limitan así las 
opciones de reforma y se arriesgan a tomar decisiones no óptimas, como se ilustra en el 
apartado siguiente. Entre otras medidas, el fortalecimiento de la empresa pública 
requeriría darle mayor independencia para acceder a los mercados financieros, para en 
su caso expandir su capacidad mediante proyectos rentables. Si el aumento en la 
cobertura se considerara una ventaja de eficiencia de la empresa privada sobre la 
pública, se estaría validando el criterio sesgado de que algo es bueno o malo sólo por 
que lo haga el gobierno o la empresa privada, aunque los resultados tangibles fueran los 
mismos. Es por ello mejor considerar por separado el impacto sobre los precios, del de 
la evolución de la cobertura. 
 
A fin de cuentas, es difícil pensar que una reforma que se justifica ante la ciudadanía 
como una acción que se reflejará en menores precios, se considere un éxito si los 
precios suben, así mejoren otros indicadores, como las ganancias de las empresas, los 
ingresos fiscales, o la cobertura. Por ello, el criterio sugerido de concentrar la atención 
principalmente en los precios. En cuanto a la cobertura, si bien su aumento puede 
indicar que la inversión pública estaba reprimida antes de la reforma, el que en un caso 
opuesto dicha cobertura se estancara o creciera menos que en otros países que 
reformaron a partir de circunstancias similares, sería entonces sí un indicio en contra de 
la eficiencia relativa de la reforma del país respectivo, que no habría sido capaz siquiera 
de superar el efecto anterior de la restricción de fondos. 
 
10.1.3 Un mal criterio de evaluación del costo de la empresa pública lleva a malas 
decisiones 
 
Además de que la cobertura de una empresa antes de su privatización pudo haber estado 
frenada por la mencionada confusión contable, muy común en los años ochenta, e 
incluso avalada por organismos internacionales como el Fondo Monetario Internacional 
y el Banco Mundial, al menos parte de la expansión de la cobertura después de la 
privatización pudo deberse a cambios tecnológicos. En telefonía, por ejemplo, la 
tecnología inalámbrica ha abaratado el costo de la expansión de la extensión de la 
cobertura a zonas alejadas y de difícil acceso mediante cableado. Es difícil pensar que la 
cobertura no hubiera crecido también, aunque menos, si no se hubieran privatizado las 
empresas telefónicas. También debe considerarse que la mayoría de los países ahora 
desarrollados, alcanzaron el 100% de cobertura de sus servicios públicos desde mucho 
antes de privatizarlos. Simplemente no tenían al Fondo Monetario Internacional encima.   26
En diversos países se ha utilizado el argumento de la ausencia de recursos públicos para 
promover el apoyo popular a diversas reformas, incluyendo la del sector eléctrico. Se 
dice que el gobierno no tiene recursos para construir plantas nuevas, cuando tampoco el 
sector privado suele financiarlas con recursos propios. Tanto una empresa pública como 
una empresa privada deben normalmente salir a los mercados financieros a conseguir 
recursos, y esos mercados se los facilitarán si los proyectos son autofinanciables, o se 
asegura de alguna manera la recuperación de los financiamientos. Es usual que el costo 
de los fondos sea incluso menor para los gobiernos que para el sector privado, a menos 
que haya condiciones de riesgo país precursoras de una crisis financiera mayor. 
 
Sólo las ganancias en eficiencia son una ganancia real para la sociedad de los procesos 
de reformas privatizadoras. El sector privado suele ser más eficiente que el sector 
público, por lo que no es necesario cargar los dados con exageraciones, que lo único que 
logran es levantar suspicacias y desconfianza; además de impedir la evaluación correcta 
de las opciones.  
 
 
11. Privatizaciones alrededor del mundo 
 
Desde principios de los ochenta se han registrado procesos de privatización de empresas 
de servicios públicos en muchos países. En América, Europa y Asia, casi ninguna 
nación ha escapado a estas tendencias, en mayor o menor grado. En esta onda 
reformadora reciente, el Reino Unido es considerado pionero (en Estados Unidos, 
muchos de los servicios que se han privatizado recientemente en otros países han sido 
siempre privados). Pero Chile comenzó a privatizar incluso antes que Inglaterra, desde 
mediados de los setenta con Pinochet. La privatización inglesa cobra fuerza después con 
Margaret Thatcher, en los ochenta. Los procedimientos de privatización de diversos 
países arrojan resultados divergentes. 
 
En algunos casos los resultados son muy favorables, en otros son mixtos, y en otros bien 
pueden calificarse como desastrosos. Los promotores de las privatizaciones suelen 
enfatizar los éxitos y menospreciar los fracasos, bajo el argumento de que se privatizó 
mal. Pero el punto es si los países que privatizaron mal tenían realmente la opción de 
privatizar bien, dadas sus limitaciones institucionales. Pero de cualquier manera, la 
simple existencia de fracasos desmiente las posiciones más radicales de los extremistas 
del mercado, según las cuales basta dejar las cosas al mercado, y todo lo demás vendrá 
por añadidura. Por su parte, los opositores absolutos de las privatizaciones subrayan los 
fracasos y suponen que eran casi inevitables 
 
El relato que se hará de las experiencias de diversos países será necesariamente somero, 
pues lo que se pretende no es realizar un análisis detallado, sino sólo ilustrar, además 
del hecho de que el éxito de las privatizaciones está lejos de estar garantizado, el cómo 
los países que privatizaron con un mayor éxito, acompañaron la privatización de un 
proceso de regulación que favoreciera la competencia, o por lo menos evitara el abuso 
de poder de mercado. Cómo incluso esos países tuvieron fracasos iniciales, que 
pudieron corregir gracias a su capacidad para, en el marco de su desarrollo institucional, 
reandar los pasos, introduciendo finalmente las medidas regulatorias necesarias. En 
estos países, también se ha fortalecido a las autoridades encargadas de aplicar la política 
de competencia. Asimismo, en contrapartida, las experiencias menos exitosas y los 
fracasos rotundos, casi siempre se relacionan con la ausencia de un diseño de los   27
procesos privatizadores que promoviera la competencia, y de una regulación adecuada 
al sector privatizado correspondiente. 
 
En algunos países se privatizaron monopolios públicos como tales, creándose en su 
lugar monopolios privados que, además, no fueron sujetos a una regulación eficaz para 
limitar abusos. Como los monopolios limitan la oferta para subir precios, el resultado 
fue un estancamiento relativo en la provisión de servicios, en comparación con lo que 
sucedió en otros países que se preocuparon por fomentar la competencia. 
Aparentemente la finalidad fue maximizar los ingresos del Estado por la venta de las 
empresas. Pero incluso en esos términos, como lo ilustra de manera especial la 
experiencia de México, el resultado final fue desastroso, como veremos más adelante. 
El fisco tuvo que pagar, por los desaguisados, mucho más que lo que recibió por las 
ventas de los activos públicos. 
 
Una enseñanza clara de los procesos privatizadores es que resulta preferible un diseño 
de mercados para promover la competencia que quede claramente establecido antes de 
la privatización. Después las empresas privadas se resistirán a las medidas, pues no les 
conviene la competencia. Así por ejemplo, si un monopolio se fracciona antes de ser 
privatizado, o si, en su caso, se separan las áreas de monopolio natural, de las de valor 
agregado relacionadas, la competencia posterior se maximiza y se minimiza la 
necesidad de regulaciones posteriores. Si bien hay países que, habiendo privatizado 
algunos de esos sectores sin una separación estructural de los monopolios tuvieron 
cierto éxito, debieron no obstante batallar más con una regulación ex post que tuvo que 
ser impuesta, contra la oposición de los nuevos dueños de las empresas, mediante 
procedimientos litigiosos, desgastantes y extremadamente caros. El que tales 
correcciones fueran posibles, se debió a que en esos países existe una capacidad 
reguladora eficaz. 
 
En otros países en cambio se tendió a privatizar monopolios integrados sin regular ni ex 
ante ni ex post, con la consecuencia de que los respectivos monopolios quedaron 
relativamente libres para abusar de su poder de mercado. Los intentos de imponer una 
regulación que no quedó especificada en los contratos iniciales de concesión y venta de 
activos han sido frustrados por las empresas privadas beneficiadas, mismas que 
disponen de abundantes recursos para litigar y hacer lobby; muchos más recursos que 
los de que disponen los reguladores, que en muchos países, o parecen haber sido 
capturados por el regulado, o no tienen recursos pare contratar buenos abogados y 
efectuar labores de defensa y promoción de la competencia con el apoyo de la 
población. 
 
11.1 La experiencia inglesa 
 
En los ochenta, el Reino Unido privatizó casi todo lo privatizable y se convirtió en un 
pionero de procedimientos similares en el mundo. Prácticamente todos los observadores 
consideran ese proceso privatizador como algo muy exitoso y digno de emulación. Los 
ingleses tuvieron cuidado en instituir, junto con la privatización, un moderno y eficaz 
sistema de regulación, que en primer lugar impidiera el vacío de normas, subsiguiente a 
la privatización, para contrarrestar las fallas de mercado que, en su caso, caracterizan a 
los “sectores regulados”, y regularles de una manera eficiente en el contexto de una 
moderna economía de mercado; es decir, sin sofocar la capacidad de iniciativa de las 
empresas y fomentando la competencia.   28
 
Cuando la compañía nacional de teléfonos, British Telecom, fue privatizada, el gobierno 
británico creó OFTEL, la Oficina de Telecomunicaciones. Cuando la compañía de gas, 
British Gas, fue privatizada, OFGAS (Office of Gas Supply) fue instituida. Cuando el 
sector eléctrico fue privatizado, se creó OFFER (Office of Electricity Regulation). 
Cuando se privatizaron los ferrocarriles, se crearon dos nuevas instancias reguladoras: la 
ORR (Office of the Rail Regulator) y la OPRAF (Office of Passanger Rail Franchaising). 
Así mismo se podrían mencionar otras instancias como OFWAS (Office of Water 
Services.) No se trata en general de pesados aparatos burocráticos, sino de pequeños 
grupos que aplican una regulación moderna, ligera pero eficaz. Esta proliferación de 
instituciones reguladoras, en el contexto de un proceso de privatización exitoso, quizá el 
más exitoso en tiempos recientes, muestra que mercado eficiente no significa 
necesariamente menos Estado, sino que un mercado eficiente se apoya en un gobierno 
también eficiente. El proceso se ha visto acompañado de un fortalecimiento de las 
autoridades antimonopolios (Armstrong, Cowan y Vickers,1994: 169). 
 
Después de la privatización correspondiente, los precios de los servicios respectivos por 
lo general bajaron. David Newberry (2000) documenta estas caídas para el teléfono, el 
gas y la electricidad. Una excepción fue el agua, pero en ese caso se debió a la 
imposición de estándares más estrictos de calidad a las empresas, para proteger la salud 
y el medio ambiente. El caso de la electricidad es interesante ya que en los dos años 
siguientes a la privatización los precios subieron. Las plantas generadoras habían sido 
privatizadas como un duopolio, lo que les concedió a las empresas un poder sustancial 
de mercado para subir precios. El gobierno corrigió después mediante la 
desincorporación obligatoria de plantas para promover una mayor competencia entre 
generadores. Es de notar que esta medida fue efectuada por el mismo gobierno 
conservador de Margaret Thatcher que había hecho la privatización inicial. El sistema 
inglés muestra así una gran eficacia regulatoria para corregir errores y una flexibilidad 
suficiente como para impedir que un exceso de ideología interfiera en las decisiones.  
 
También el caso de British Gas es relevante en este contexto. Esta empresa fue 
privatizada en 1986 como monopolio integrado del transporte, las ventas y la 
distribución de gas, a pesar de que el transporte tiene características de monopolio 
natural. El gobierno pronto se dio cuenta de su error y sujetó a la empresa a una 
regulación crecientemente más estricta de acceso y de topes de precio, a pesar de la 
constante litigiosidad de la empresa. Hasta que en 1996 se decretó la separación 
estructural del negocio de transporte. Ello es muestra de eficacia y decisión para 
controlar y regular a un monopolio natural. Pero también de que es preferible realizar 
las reformas estructurales que permitan la competencia desde antes de privatizar. La 
experiencia de British Gas inspiró el que la privatización de la electricidad se realizara 
con separación vertical entre la generación y el transporte. Es importante aprender de la 
experiencia para evitar la repetición de errores. Esta lección no fue posible aplicarla a 
British Telecom, que fue privatizada antes. Pero la empresa ha sido sujetada a una 
política de regulación muy eficaz y poco intervencionista, basada en price-caps y en 
estándares de calidad. El precio de las llamadas telefónicas se ha reducido a la mitad en 
términos reales, en relación con el vigente antes de la privatización. 
 
11.2 Privatización en Chile 
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Chile se ha convertido en muchos aspectos en un modelo para el manejo de la política 
económica en los países en desarrollo. En especial, se considera que sus procesos de 
privatización han sido exitosos y dignos de imitación. La experiencia chilena resulta 
muy ilustradora para los propósitos de esta exposición, pues más que ninguna otra 
muestra que una condición para que un proceso privatizador sea exitoso, es la de que se 
instaure un sistema moderno de regulación en los sectores afectados por fallas de 
mercado, cuando ello es pertinente, en los términos discutidos arriba. Chile no tuvo uno 
sino dos procesos privatizadores. En el primero privatizó sin regular y fue un fracaso, 
por lo que el gobierno procedió a “intervenir” las empresas que habían sido privatizadas 
para reestructurarlas, y a poner en operación un moderno sistema de regulación; y 
volver a privatizar esas empresas, ahora sí con éxito. 
 
La primera privatización se efectuó a mediados de los setenta. Pinochet había asumido 
el poder después de eliminar violentamente al presidente socialista Salvador Allende. 
Bajo este último se había emprendido un programa amplio de nacionalización de 
empresas. El déficit público había rebasado el 25% del PIB y la inflación el 500%. 
Después del golpe de estado de 1973, la junta militar encabezada por Augusto Pinochet 
se avocó a corregir el déficit y a poner orden en la economía. En 1975 emprendió un 
programa de privatización que incluyó a los bancos chilenos. Los procesos de 
asignación fueron poco transparentes y beneficiaron a personas cercanas al nuevo 
régimen. Además, las empresas se vendieron en paquetes, sin ninguna preocupación por 
el efecto sobre la concentración y la competencia. En esta etapa no se privatizaron 
empresas de servicios públicos que operaran en un sector de monopolio natural. Por 
ello, dijeron en su momento los economistas que asesoraban a las autoridades militares, 
no se impuso ningún tipo de regulación. 
 
La ideología del extremismo de mercados es muy conveniente en casos como éste. Les 
permite a quienes la profesan y ejercen el poder, pretender ser agradecidos con sus 
amigos (lo que algunos llamamos corrupción) y eficientes al mismo tiempo. Según esa 
ideología, lo importante es que se definan los derechos de propiedad claramente, y 
luego el gobierno no los afecte (no los viole, dicen) con la más mínima regulación. No 
importa a favor de quién se definan esos derechos; el punto es que se definan, y 
entonces el mercado por sí solo funcionará de maravilla. Así Pinochet, asesorado por un 
grupo de economistas a los que los chilenos llamaban los Chicago Boys, por su cercanía 
a esa escuela de pensamiento, se dedicó a favorecer a los que apoyaban su régimen. Sin 
embargo, todavía hay quien defiende esta primera etapa de los cargos de corrupción que 
hacen los críticos, bajo el argumento de que dada la situación de los mercados 
financieros de Chile, cuya economía estaba saliendo de la crisis provocada por los 
socialistas, no funcionaban bien. Que nadie quería invertir en Chile y que por tanto el 
valor de mercado de los activos privatizados era prácticamente nulo (véase Paredes, 
2003). Sin embargo, el gobierno sabía el valor de reposición y en libros de los activos 
privatizados, y que el valor de mercado necesariamente subiría, una vez superada la 
inestabilidad. Por lo menos, pudo haber asignado los activos de una manera más 
transparente, en vez de haberlos asignado directamente. 
 
Pero el punto más relevante aquí es que los bancos fueron privatizados sin regularlos, 
bajo el supuesto de que no es necesario regularlos porque los mercados en general se 
regulan solos. La autoridad reguladora luego les dejó que hicieran casi lo que quisieran. 
El economista de la Universidad de Chicago, Arnold Harberger (1985), atribuye la crisis 
bancaria y económica de principio de los ochenta, a que los reguladores de la banca no   30
obligaron a que se reconocieran los préstamos malos, con lo que los bancos asumieron 
riesgos elevados, echando dinero bueno al malo, en una estrategia de “apostar a la 
resurrección”. En medio de una crisis bancaria severa, agravada por una ausencia de 
regulación eficaz, y en un contexto de sobrevaluación cambiaria provocada por una 
estrategia de mantener una inflación baja sobre la base de fijar el tipo nominal de 
cambio, Chile se vio sumido en la peor crisis económica de su historia reciente.  
 
Pero si bien la primera experiencia privatizadora de Chile puede y debe ser criticada, es 
necesario reconocerle a Pinochet una flexibilidad que no tienen otros extremistas de los 
mercados. Al ver el fracaso se intervinieron diversos bancos, otros fueron ahora sí 
regulados y, en su caso, finalmente vendidos otra vez. El gobierno compró los créditos 
malos, pero el gobierno chileno aprovechó ese uso de recursos públicos para retirar del 
control a los principales accionistas y administradores de los principales bancos, además 
de que condicionó el reparto de utilidades a que se recomprara la cartera asumida por el 
gobierno. Por otra parte, las empresas públicas no bancarias se vendieron, pero ahora 
cuidando que no se produjera una concentración industrial excesiva. En la nueva etapa 
privatizadora de mediados de los ochenta, se incluyeron los servicios públicos más 
importantes, como las telecomunicaciones y la electricidad, que habían permanecido 
dentro del sector público en la primera vuelta. 
 
En el caso de las telecomunicaciones se vendieron por separado la empresa de larga 
distancia, la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL), y la de servicio local, 
la Compañía de Teléfonos de Chile (CTC). Antes de la privatización, la principal 
empresa de electricidad fue dividida en seis subsidiarias de distribución y dos de 
generación. En 1986 se creó CEDEC, el Centro de Despacho de Carga, para permitir el 
acceso competitivo a la transmisión. Desde entonces, el gobierno se ha preocupado por 
lo que resultó una competencia un tanto limitada en generación, pero la regulación se ha 
encargado de buscar una coordinación y asegurar un mínimo de competencia. En 
general, la regulación es una característica que claramente distingue el éxito de la 
segunda etapa privatizadora del fracaso de la primera.  
 
Como describe Paredes (2003: 240), durante la segunda vuelta, la principal 
preocupación fue el impacto que la privatización tendría sobre los precios y la calidad 
de los servicios, puesto que las empresas privatizadas involucradas se consideraron 
monopolios naturales. Consecuentemente la regulación debió desempeñar un papel más 
relevante. Como se mencionó arriba, diversos analistas han argumentado que la crisis 
que condujo a que se revirtiera la primera ola privatizadora fue causada por una 
regulación inadecuada, particularmente en el mercado financiero. Esta percepción 
motivó la introducción de importantes regulaciones que el gobierno no había 
considerado necesarias antes. La privatización de servicios públicos y la noción de 
promover la competencia en áreas donde operaban empresas públicas de ese tipo, 
requirió de una regulación adicional. Por lo que en 1982 el gobierno introdujo nueva 
legislación en electricidad y telecomunicaciones, y se avocó a la reestructuración de las 
empresas con el propósito de promover una competencia intra-industria. 
 
Otra circunstancia chilena que es importante destacar, es la importancia que en Chile se 
concede a la política de competencia. En ese país, la instancia que aplica dicha política 
es el Tribunal de la Competencia. Las decisiones de este tribunal son revisables sólo por 
la Suprema Corte de Justicia, no por otras instancias judiciales menores. Esto da una 
gran fuerza a la autoridad de competencia y permite que las decisiones se ejecuten de   31
manera rápida y expedita. Imposible resistir el hacer una comparación con los demás 
países de Latinoamérica, donde las decisiones no sólo de la autoridad de competencia, 
sino de las demás comisiones reguladoras, viajan por años y años entre tribunales de 
diversa jerarquía, para finalmente ser regresadas para que la autoridad respectiva 
reponga el procedimiento; y vuelta a comenzar. 
 
Los principales efectos favorables de la segunda ronda de privatización chilena parecen 
haberse dado en la cobertura de los servicios. En telefonía, la cobertura del servicio fijo 
se triplicó en menos de una década. Sin embargo, los precios reales parecen haber 
permanecido constantes. En electricidad los precios sí bajaron. Cabe sin embargo 
señalar que estas comparaciones de antes y después para la segunda ronda privatizadora 
deben ser interpretados con reserva, pues Chile se recuperaba entonces de la peor crisis 
de su historia. Es por ello que probablemente los precios de antes de la privatización 
fueron relativamente bajos, respecto de lo que hubieran sido en condiciones de 
normalidad. 
 
11.3 Experiencias diversas 
 
El de Argentina es un buen ejemplo para ilustrar un punto adicional. Muchas veces las 
reformas modernizadoras no tienen los efectos esperados, debido no a esas reformas en 
sí, sino a fallas en la política global, o macroeconómica de un país. Luego la gente 
confunde lo que se debe de una crisis a las reformas privatizadoras y lo que es 
consecuencia de otras razones. Tal malentendido predispone a la ciudadanía contra la 
economía de mercado, lo que después puede reflejarse en una reversión hacia políticas 
populistas. Argentina efectuó un proceso privatizador que abarcó casi todo lo 
susceptible de ser privatizado, entre otras cosas, los hidrocarburos. En general, los 
procesos se hicieron haciendo las consideraciones pertinentes de competencia e 
introduciendo las requeridas normas de regulación. Tomemos como ejemplo las 
telecomunicaciones. Antes de la privatización, el monopolio estatal fue divido en dos 
empresas para el servicio local. A esas empresas se les concedió un monopolio temporal 
del servicio local de siete años dentro de su respectiva área geográfica, condicionado a 
alcanzar estrictos parámetros de calidad y expansión, entre otros. La larga distancia y la 
telefonía celular fueron privatizadas como empresas diferentes de las del servicio local. 
La regulación sectorial fue originalmente encargada a la Comisión Nacional de 
Telecomunicaciones, creada con el propósito, entre otros, de promover la competencia 
en áreas no reservadas. Esta oficina, a pesar de su transformación en 1997 en la 
Comisión Nacional de Comunicaciones, tenía poca independencia porque el 
secretariado de comunicaciones retuvo el poder de intervenir en sus decisiones. Para 
Delfino y Casarin (2003), de ello surgieron importantes problemas. En vez de que la 
regulación quedara en manos de una agencia capacitada para el efecto, las decisiones 
importantes eran tomadas por el gobierno. Según esos autores: “Este fue el más serio 
problema en la privatización de ENTEL, y provee una valiosa lección para reformas 
futuras”. 
 
El resultado alcanzado es mixto, de acuerdo a si se considera la evolución de los precios 
o la cobertura.  Como señala Willis Emmons (2000: 57-8), durante la segunda mitad de 
los noventa, Telefónica de Argentina y Telecom Argentina emprendieron una serie de 
acciones orientadas a transformar los resultados de la antigua ENTEL mediante una 
significativa reestructuración de las operaciones y un aumento sustancial de las 
inversiones. Ambas empresas lograron mejorías dramáticas en su eficiencia operativa,   32
medida en líneas telefónicas por empleado, al tiempo que duplicaban el número de 
líneas en servicio en los primeros cinco años de la privatización. También, mientras 
estas empresas bajaban costos, su rentabilidad subió significativamente, puesto que los 
precios reales sólo bajaron ligeramente durante el periodo de monopolio. Con el tiempo, 
la insatisfacción pública con los elevados precios de los servicios telefónicos en 
Argentina, entre los más altos del mundo, junto con las altas ganancias de las empresas, 
generaron presiones políticas para que se revisaran los términos de la reforma. Sin 
embargo, Telefónica y Telecom mostraron un éxito remarcable en cuanto a su habilidad 
para oponerse a esas revisiones. 
 
En electricidad se creó, para su regulación, el Ente Nacional Regulador de la 
Electricidad (ENRE). Asimismo, las empresas a ser privatizadas se dividieron en 
unidades menores. Se separó el área de transmisión, como actividad de monopolio 
natural, para facilitar el acceso. La privatización y el nuevo marco regulador tuvieron un 
impacto favorable en el mercado. Hay hoy más de cuarenta empresas de generación 
compitiendo. En el sector del gas se creó el Ente Nacional Regulador del Gas 
(ENERGAS). Se permitió la entrada a la competencia. Desde la privatización, el 
transporte del gas de alta presión es manejado por empresas que tienen prohibido 
comerciar con gas. Estas empresas deben asegurar el acceso libre y no discriminatorio y 
sus tarifas están sujetas a regulación. 
 
En electricidad los precios se redujeron sensiblemente entre 1990 y 1999, en promedio. 
Pero con efectos negativos para los consumidores de menores ingresos como resultado 
de los incrementos en los cargos fijos. En gas los precios subieron. En general, según 
Delfino y Casarin (2003), los resultados del programa privatizador, en cuanto a su 
impacto en el bienestar, son sumamente variables por sector, pero en promedio parecen 
haber afectado negativamente a los grupos más vulnerables: ancianos, desempleados y 
pobres. 
 
Pasemos ahora a considerar el caso de Bolivia, que parece haber predispuesto a su 
población en contra de los procesos liberalizadores. Bolivia había sido uno de los 
alumnos aventajados de los organismos financieros internacionales. Al igual que los 
demás países de América Latina, Bolivia se involucró en un proceso de privatizaciones 
en los noventa. Para ello siguió el ejemplo de los países más exitosos. Separó las áreas 
de monopolio natural de las susceptibles de competencia, y reguló las primeras para 
asegurar el acceso de la competencia en las segundas. Pero lo que funciona en algunos 
lados no funciona en todos. Las reformas bolivianas parecen haber afectado más 
negativamente a los más pobres, pero los resultados parecen ser negativos en promedio 
para toda la población, excepto quizá para las telecomunicaciones, para las cuales se ha 
duplicado la cobertura (véase Barja y Urquiola, 2003). Pero aun en este caso, la 
cobertura no se ha extendido a las áreas rurales, donde están los más pobres. Los precios 
del agua, la electricidad y el gas se han incrementado en casi todas las regiones de ese 
país. Bolivia muestra lo peligroso de, sobre todo en países pobres, adoptar reformas 
liberales extremas sin preocuparse lo suficiente por el impacto inmediato en los precios 
y las condiciones de vida de segmentos importantes de la población que viven en el 
límite de subsistencia. La reacción social puede ser contundente, como lo muestran los 
disturbios que depusieron al presidente Gonzalo Sánchez de Lozada por las políticas 
liberales seguidas y, muy en especial, por su decisión de exportar gas natural a 
Norteamérica. 
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Ugaz y Waddams Price (2003) resumen los resultados de doce privatizaciones en cinco 
países. Encuentran que en siete de esos casos los precios bajaron: electricidad, 
telecomunicaciones y gas en el Reino Unido; telecomunicaciones y electricidad en 
España; telecomunicaciones y electricidad en Argentina (pero véanse los comentarios 
hechos arriba acerca de este país). En los otros cinco de esos doce casos considerados, 
los precios subieron: gas en España; agua en Argentina; electricidad en Bolivia; 
telecomunicaciones y electricidad en Perú. Si bien en la mayoría de los casos 
considerados los precios bajaron (siete contra cinco), el número de experiencias 
negativas es significativo. Si quitamos a los dos países europeos de la muestra, quedan 
seis casos en América Latina, de los cuales en sólo los dos correspondientes a Argentina 
bajaron los precios (pero al menos en telecomunicaciones siguieron siendo de los más 
altos del mundo); en los cuatro casos latinoamericanos restantes, los precios subieron. 
Es claro: la simple privatización de “sectores regulados” no es suficiente para asegurar 
el éxito de las reformas de mercado. 
 
11.4 El caso de México 
 
La experiencia mundial muestra claramente que la privatización por sí sola no funciona 
cuando se privatizan “sectores regulados”. Que lo que funciona en unos países no 
necesariamente funciona en un contexto institucional diferente. Que los procesos de 
reforma deben ser acompañados de una regulación eficaz y moderna, pero tomando en 
cuenta la realidad institucional de cada país. En lo que sigue repasaremos la experiencia 
de diversos procesos privatizadores en México. Como veremos, en este país los 
resultados de las reformas se quedaron muy por debajo de las expectativas, como 
consecuencia de un diseño que no cuidó el fortalecimiento de la competencia, sino que 
persiguió con mayor ahínco otros objetivos, como el de maximizar los ingresos del 
Estado por las privatizaciones. También se descuidó el diseño e implantación de un 
marco regulatorio adecuado a las nuevas circunstancias, resultantes de la privatización, 
fuera porque el instituir tal regulación necesariamente se reflejaría en un menor precio 
de las empresas enajenadas, o porque los encargados de las reformas tenían una fe 
inquebrantable en la capacidad autorreguladora del libre mercado, aun en aquellos casos 
en que la teoría y la experiencia han mostrado que existen importantes fallas de 
mercado. 
 
11.4.1 Privatización bancaria 
 
Tradicionalmente los bancos mexicanos habían estado sujetos a una pesada e ineficiente 
carga regulatoria, mediante requerimientos de reservas diseñados principalmente para 
financiar los gastos gubernamentales, así como de controles estrictos del crédito 
(cajones selectivos). También se utilizaban muy activamente los requerimientos de 
reserva con propósitos de estabilización. Hacia finales de los ochenta, estos controles 
habían alcanzado grados extremos, cuando como parte del programa de estabilización 
en el marco del llamado Pacto de Solidaridad Económica, los requerimientos de reserva 
en el margen rebasaron el 100%. Luego, meses después, y con anterioridad a la 
privatización, se quitaron súbitamente casi todos los controles. Entre los encargados de 
la política bancaria y de la privatización de los bancos comenzó a imperar una ideología 
fundamentalista de que los mercados se regulan mejor solos. En vez de cambiar la 
antigua e ineficiente regulación por otra moderna, lo que hubo fue un desmantelamiento 
simple de la regulación existente. Incluso las normas que prevalecieron fueron aplicadas 
con poca eficacia y ganas, una vez que los bancos fueron privatizados.   34
 
La mayoría de los analistas, excepto los que están en contra de casi cualquier 
intervención gubernamental, reconocen que la regulación debe desempeñar un 
importante papel en los sectores bancarios (Dewatripont y Tirole, 1994). Los bancos 
manejan no sólo el dinero de sus accionistas, sino también el de sus clientes, lo que en 
ausencia de una regulación prudencial eficaz, lleva a ciertos peligros de riesgo moral, 
consistentes en que, en casos de resultados poco favorables, los bancos asuman 
estrategias demasiado riesgosas en sus políticas de asignación de créditos. También 
existe el problema de deficiencias de la información en poder de los depositantes 
relativamente pequeños, que no tienen los recursos necesarios para monitorear a los 
bancos. Están también las externalidades por los riesgos de contagio de las quiebras 
bancarias; en un marco en que se presentan otras externalidades muy importantes, pues 
el resto de la economía no puede funcionar bien en ausencia de un sistema de pagos 
confiable, en el que los bancos desempeñan un papel fundamental. Por último, está el 
problema del incentivo a asumir riesgos excesivos, proveniente del seguro de los 
depósitos y la percepción, correcta o no, de que el gobierno no dejará quebrar bancos 
grandes (too big to fail). 
 
Aparentemente el problema de una regulación deficiente se complicó aun más por la 
manera en que se privatizaron los bancos. Si los bancos se adquieren mediante el 
endeudamiento de los accionistas principales o de control, el incentivo a asumir riesgos 
excesivos se multiplica, sobre todo si las tasas de interés son altas. Al respecto, Gil Díaz 
y Carstens (1997) señalan que: “Varios bancos fueron comprados sin que sus nuevos 
dueños procedieran a su adecuada capitalización, debido a que los accionistas a menudo 
apalancaron su adquisición de acciones, a veces con préstamos concedidos por los 
propios bancos que habían sido comprados”.  
 
Las carteras crediticias, que ya habían comenzado a aumentar desde un par de años 
antes de la privatización, crecieron aceleradamente en los años siguientes, al tiempo que 
la regulación era insuficiente para asegurar la calidad de dichos créditos. Ello a pesar de 
que las tasas de interés real aplicada a dichos créditos, de hasta más del 30%, los hacía 
virtualmente impagables. Pero como sucedió en Chile, y que como vimos, para 
Harberger explica la crisis chilena, la regulación bancaria no obligaba a los bancos a 
reconocer los créditos malos, sino sólo la parte que iba venciéndose, en contra de las 
prácticas internacionales. Así los bancos podían mostrar resultados muy buenos en el 
papel, cuando sus carteras no valían lo que sus estados contables reflejaban. Lo único 
que tenían que hacer era seguir prestando para darle revolvencia a los recursos y retrasar 
el “día del juicio”. Mientras, la burbuja financiera seguía inflándose, para terminar en 
una explosión de la que México tardará mucho en recuperarse.  
 
Algunos defensores de esa privatización y los funcionarios bancarios mismos, sostienen 
que la causa fundamental de la crisis bancaria fue la devaluación de diciembre de 1994, 
con lo que confunden causas con efectos (véase por ejemplo, Murillo, 2002). Antes de 
la devaluación las autoridades ya habían intervenido tres bancos. El problema de los 
créditos impagables ya era evidente; el Barzón, la organización de deudores de la banca, 
por ejemplo, se formó por lo menos tres años antes de la devaluación. Como señala 
Weintraub (2000), la fragilidad de los bancos en 1994 impidió que se tomaran 
oportunamente las medidas de política económica que los fuertes choque 
experimentados en ese año de elecciones presidenciales requerían. Según ese autor, los 
encargados de la política sabían que un aumento de las tasas de interés para responder a   35
las fugas de capital de ese año, tendría repercusiones fuertes en los bancos, las que por 
contagio afectarían a toda la economía. Cuando la situación se hizo insostenible, en 
diciembre de ese año, el efecto de los ajustes finalmente adoptados sobre la economía 
fue mayúsculo, agravado por el retraso en tomar las medidas requeridas.  
 
Si hubo en México una mala experiencia privatizadora fue ésta. Ni siquiera en sus 
propios términos, de maximizar los ingresos para el estado, tuvo éxito. La privatización 
de los bancos produjo ingresos al fisco de alrededor de 3.5% del PIB, pero el rescate 
bancario costó, sólo en términos fiscales, 20% del PIB. El costo total para la sociedad 
mexicana será varias veces esa magnitud, debido al descarrilamiento de la confianza y a 
las pérdidas por la reducción de las inversiones. Muchas familias perdieron su 
patrimonio y quedaron fuertemente endeudadas, sin un horizonte claro para superar su 
situación de insolvencia. El impacto tendrá que ser absorbido por varias generaciones de 
mexicanos. Un mal negocio, como quiera que se le vea. A cambio, ahora México tiene 
una deuda pública implícita mucho mayor, y una banca que casi no presta al sector 
privado. En la actualidad, y después de la crisis y el rescate, el crédito de la banca 
comercial al sector privado es extremadamente bajo, de poco más de 10% del PIB, 
cuando antes de la privatización era de 20%, cantidad que se consideraba que era 
demasiado baja (en comparación con antes de la nacionalización de 1982, y con otros 
países). La ironía es que, entre otros propósitos, para tener una banca que prestara al 




México privatizó en 1990, como empresa integrada, a TELMEX, la empresa de 
telecomunicaciones dominante. Más aún, la regulación de dominancia de esa empresa, 
más allá de lo estipulado en su título de concesión, se pospuso para después de la 
privatización. La Ley Federal de Telecomunicaciones fue promulgada hasta 1995, cinco 
años después de la privatización de TELMEX. Además, la regulación de dominancia 
especificada en ese ordenamiento legal, no ha podido ser aplicada, pues la empresa se 
ha opuesto con éxito a dicha regulación en los tribunales. Utilizando su poder en 
telefonía básica, la empresa ha sido muy exitosa en mantener una participación 
absolutamente mayoritaria en todas sus áreas de actividad que han sido abiertas a la 
competencia. La Comisión Federal de Competencia ha encontrado prácticas 
anticompetitivas de TELMEX para bloquear el aumento de la competencia en celular y 
larga distancia. También esas determinaciones han sido, hasta ahora, bloqueadas en los 
tribunales. El caso de la determinación de la regulación de dominancia es realmente 
ilustrativo de cómo el poder judicial se vuelve una barrera infranqueable, a veces, para 
la regulación, sin motivos de sustancia. El caso estuvo yendo y viniendo entre las 
comisiones reguladoras y los jueces, hasta que después de un fallo desfavorable la 
Comisión de Competencia lo dio por perdido. 
 
Cabe señalar que la Ley Federal de Telecomunicaciones fue reformada en 2006 al 
introducírsele disposiciones que beneficiaban de manera significativa a los 
concesionarios de televisión, que fueron quienes las impulsaron ante el Legislativo, y 
disminuían drásticamente las facultades regulatorias del Estado. Estas reformas fueron 
recurridas ante la Suprema Corte de Justicia de la Nación por sus opositores, mismo que 
las declaró inconstitucionales. 
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Como resultado de una privatización mal diseñada y del vacío regulatorio, México tiene 
una empresa de telecomunicaciones dominante que, no obstante, no está sujeta a una 
regulación adecuada a sus características como tal, a contrapelo de lo que sucede en el 
mundo. La Comisión Federal de Telecomunicaciones (COFETEL) fue creada en 1996 
como regulador del sector, pero no ha sido eficaz. Algunos que han sido o son altos 
funcionarios federales relacionados con la regulación del sector fueron en algún 
momento empleados de la empresa dominante, o han mantenido algún vínculo con 
empresas del sector 
 
Sin embargo, y a diferencia de otros sectores regulados que han sido privatizados, se 
registran algunos resultados favorables. La cobertura ha crecido y los precios han 
bajado. Pero se trata de un sector que ha sido muy dinámico en todo el mundo, gracias a 
los avances tecnológicos y al auge de lo que se conoce como tecnología de la 
información. La baja en precios y el aumento de los servicios es por tanto algo que se 
observa en casi todas partes, independientemente de las políticas específicas seguidas 
por cada país. Por ello, más que las comparaciones con la situación prevaleciente antes 
de la privatización, se debe comparar con la evolución del sector en otros países del 
mundo. Por otra parte, debe considerarse que al menos en parte, la reducción de precios 
se debe al trato fiscal preferencial que se da a la empresa telefónica, en comparación con 
el que se le daba cuando era pública. De descontarse el efecto de la desaparición del 
impuesto al servicio telefónico antes de la privatización, los resultados de la 
privatización lucirían menos favorables. 
 
Para la mayoría de los analistas independientes, los precios de los servicios de telefonía 
básica en México, y que TELMEX presta en condiciones casi monopólicas, son de los 
más elevados del mundo. En especial, la Organización para la Cooperación y el 
Desarrollo Económicos estima que la telefonía local es sustancialmente más cara en 
México que en la mayoría de los demás países miembros de esa organización (OCDE, 
2007). Otro asunto es el de la cobertura. Según TELMEX, tiene capacidad para cubrir 
prácticamente cualquier demanda de servicios básicos. Sin embargo la cobertura del 
servicio básico en México, no obstante los incrementos recientes, se ha quedado muy 
rezagada respecto a otros países. Lo anterior no cuadra con lo de que los servicios sean 
relativamente más baratos en este país, pues la cobertura y sus aumentos en México son 
muy menores, en comparación con los registrados en otros países de nivel similar de 
desarrollo. En México esa cobertura es significativamente menor que en Colombia, 
Brasil, Argentina, Chile y Uruguay, pero sólo ligeramente mayor, en términos relativos, 
que en Perú y Venezuela. El caso de Brasil es importante. En 1990, ese país y México 
tenían una penetración similar, ahora la de Brasil es un tercio mayor que la de México, 
no obstante que ese país privatizó ocho años después. Una diferencia relevante en este 
contexto es que Brasil dividió el monopolio de las telecomunicaciones antes de 
privatizarlo, para así asegurar una mayor competencia.  
 
En la privatización de TELMEX, el asunto de la competencia nunca fue un factor tan 
importante en la toma de decisiones. Pero dicho todo lo anterior, el caso de las 
telecomunicaciones es quizá el más exitoso de todos los procesos de privatización 
emprendidos en México. Todo es relativo, y la empresa ha sido muy eficiente para 
maximizar sus ganancias, que es la misión de toda empresa privada. La función del 
regulador es que los intereses de las empresas reguladas no difieran demasiado de los de 
la sociedad en su conjunto. Si bien la cobertura no ha crecido igual que en otros países, 
es en la actualidad del doble de la existente antes de la privatización, lo que muy   37
difícilmente hubiera sucedido si TELMEX no se hubiera privatizado. Los precios de los 
servicios telefónicos se redujeron entre la privatización en 1990 y el 2005, en 16% real. 
Pero esa disminución es menor que la desgravación tributaria del servicio telefónico de 
26% cuando se privatizó TELMEX. 
 
11.4.3 Otros procesos privatizadores 
 
En los ochenta y noventa, México emprendió un programa de privatizaciones muy 
importante e intenso que abarcó literalmente cientos de empresas. No es posible entrar 
aquí en detalles sobre ese proceso. Sin embargo, los dos casos discutidos arriba son 
probablemente los más significativos, tanto por las características de los sectores 
afectados como por las implicaciones. Aquí sólo se discutirán algunos casos más que 
han tenido efectos y consecuencias destacables, para bien o para mal. Cabe empero 
señalar antes que entre los objetivos importantes de la privatización durante el sexenio 
de Carlos Salinas, cuando se efectuó el grueso de las privatizaciones, ni siquiera se 
mencionaba el fomento de la competencia, pero sí el “mejorar la eficiencia del sector 
público, disminuyendo el tamaño de su estructura” (Rogozinski, 1993). Como si una 
cosa implicara necesariamente la otra, sin más ni más. 
 
La construcción de carreteras de cuota fue concesionada al sector privado. Si bien es 
cierto que las carreteras ahí están, también es cierto que no todo salió como se esperaba. 
Los criterios y objetivos nunca fueron suficientemente claros. No sólo se buscó que 
hubiera carreteras que beneficiaran a la población. También se buscó que las carreteras 
fueran asignadas a constructores nacionales aunque salieran más caras; y que se 
revirtieran en el menor tiempo posible al sector público, aunque ello implicara tarifas 
más altas, también. El criterio de asignación fue no el de quién ofrecía la menor tarifa al 
usuario, como lo sugiere fuertemente la teoría económica para el caso de estas 
licitaciones, sino el menor tiempo de concesión. Se garantizaron aforos con lo que se 
motivó que las tarifas se mantuvieran altas, a pesar de que las carreteras estaban 
claramente subutilizadas, con el desperdicio que ello implica de los recursos del país. 
En resumen, México terminó con un conjunto de carreteras de las más caras del mundo, 
y no obstante el gobierno tuvo que aportar recursos públicos significativos para 
estatizarlas después, pues las empresas privadas fueron incapaces de administrarlas 
rentablemente, por razones no siempre achacables a ellas, sino a la falta de claridad de 
los contratos y de las garantías (Emmons, 2000). 
 
La privatización de ingenios azucareros aparenta más bien una serie de equivocaciones. 
El gobierno no parece reconocer que la privatización no es siempre la mejor solución. 
En diversas instancias, como la de algunos ingenios, la solución parecía más bien la 
reestructuración y el cierre de los ineficientes. El haberlos privatizado está saliendo más 
caro que lo que hubiera salido la reconversión de las zonas cañeras, sin que se haya 
resuelto el fondo del problema. La expropiación de 27 de los ingenios previamente 
privatizados fue una de las equivocaciones. Los gobiernos recientes, al igual que los 
anteriores, no han tenido la intención de reestructurar y redimensionar el sector, sino 
más bien la de asegurar la sobrevivencia de todos y cada uno de los ingenios, sin 
importar su productividad y rentabilidad. Mientras tanto, el impuesto a los refrescos que 
utilicen fructuosa ha hecho, por el momento, que desaparezcan los excedentes 
nacionales de azúcar, pero para ayudar así al sector azucarero, se está afectando muy 
negativamente no sólo a los productores de fructuosa, sino también a las industrias que 
utilizan el azúcar como insumo y tienen que competir con las importaciones. En   38
especial, la industria del dulce y el chocolate (confitería) está por desaparecer. Este 
proceso privatizador no puede ser calificado de otra manera más que de un verdadero 
fracaso. 
 
Los ferrocarriles fueron privatizados como empresas integradas de alcance regional. Se 
buscó que hubiera así algo de competencia indirecta, sin las complicaciones regulatorias 
de una separación estructural entre vías y trenes, con libre entrada en los segundos, y 
que ha demostrado ser demasiado complicada incluso para países como Inglaterra, con 
su gran desarrollo institucional. Los resultados no han sido malos del todo, pues los 
precios no han subido en términos reales y se ha alcanzado un cierto crecimiento de los 
servicios. El problema es que los derechos de paso y arrastre entre ferrocarriles para 
lograr las economías de la red nacional como un todo, se han visto obstaculizados por 
litigios y desacuerdos entre las empresas, con lo que se están dejando de aprovechar las 
sinergias potenciales. Esto limita sustantivamente los resultados de la privatización, con 
relación a lo deseable y a lo posible. El problema, como en el caso de muchos sectores 
privatizados, es el de que no se introdujo una regulación eficaz con anterioridad a la 
privatización. Los contratos de derechos de paso y arrastre debieron haber sido firmados 
en ese entonces. No sólo las relaciones interlineales serían ahora más eficaces, sino que 
la regulación sería mucho más transparente.  
 
12.  Otras políticas que inciden en la asignación de recursos 
 
En este capítulo la discusión se ha concentrado en los aspectos de la privatización y la 
regulación, y la relación entre ambas. Este énfasis se justifica por el peso que esos temas 
han recibido en las discusiones sobre política económica de los últimos años. Pero 
ciertamente no son las únicas. Todos los gobiernos del mundo intervienen de una u otra 
manera en la asignación de recursos y en el comportamiento de las empresas del sector 
privado. Como se señaló al inicio de este capítulo, incluso hay indicadores que muestran 
una  mayor participación del sector público en las economías desarrolladas que en 
muchos países en desarrollo. El punto al observar el éxito relativo de las políticas no es 
por tanto el de si se debe intervenir o no, sino la calidad de dicha intervención (Perkins 
et al.,2001: 151-242). En Primer lugar, los gobiernos deben ser capaces de aclarar y 
asegurar la vigencia de las reglas bajo las que actúa el sector privado, entre ellas la 
definición y alcance de los derechos de propiedad. Más allá de estas reglas generales, 
existen intervenciones que inciden sobre la operación de los mercados.  
 
Estas intervenciones se justifican en su caso por la existencia de fallas de mercado. 
Entre ellas cabe señalar: 
 
1)  Poder de mercado de algunas empresas 
2)  Bajo desarrollo Institucional 
3)  Industrias nacientes 
4)  Asimetrías de información 
5)  Externalidades 
6)  Bienes públicos 
7)  Tasas de descuento elevadas  
 
12.1  Poder de mercado 
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Esta falla del mercado ya ha sido discutida arriba en relación con la privatización y 
cómo puede hacer necesaria una regulación sectorial especializada sobre las empresas 
privatizadas, en especial cuando existen condiciones de monopolio natural. Pero en 
general, los gobiernos aplican una política de competencia a todas las empresas privadas 
de sus países. En rigor, como se trata de reglas, cabría hablar de una regulación. Sin 
embargo, puesto que se trata de normas de comportamiento muy generales, que no 
intervienen directamente en las decisiones de producción e inversión de las empresas, la 
mayoría de los economistas prefieren distinguir entre política de competencia y otro tipo 
de regulaciones. 
 
En casi todos los países, la política de competencia se enfoca a los siguientes campos 
principales 
 
1)  Prevención y sanción de prácticas monopólicas absolutas 
2)  Prevención y sanción de prácticas monopólicas relativas 
3)  Control de concentraciones 
 
Por prácticas monopólicas absolutas se entiende normalmente la formación de carteles, 
o acuerdos colusivos entre competidores para fijar precios y dividirse el mercado. 
Generalmente este tipo de conductas son ilegales per se, es decir que no se consideran 
excepciones a su ilegalidad, misma que es independiente de las razones y de los efectos 
de la práctica. Generalmente se castigan con las sanciones máximas que se imponen por 
violaciones a las leyes de competencia. La idea es la de que la teoría establece de 
manera clara los efectos perjudiciales de los monopolios, y los carteles significan que 
las empresas miembros se comportan como si fueran una misma empresa monopólica, 
pero sin obtener las ventajas de eficiencia (economías de escala y de alcance) que 
pudieran obtenerse de una sola empresa. 
 
Las prácticas relativas sólo suelen considerarse como violatorias de las leyes de 
competencia cuando las empresas que las practican tienen poder de mercado, es decir, 
de afectar unilateralmente las condiciones de funcionamiento del mercado, en especial 
los precios de sus respectivos productos. En este caso se habla de prácticas relativas 
porque su ilegalidad se hace depender además de sus motivos y de sus efectos. Entre 
esas prácticas están la distribución exclusiva, las ventas atadas, la discriminación de 
precios, la negativa de trato, entre otras. Aquí la idea es que tales prácticas pueden 
justificarse por razones de eficiencia, sin que el objeto o efecto sea el desplazamiento de 
la competencia con el fin de monopolizar. 
 
En muchas jurisdicciones se utiliza el control de las concentraciones entre empresas. La 
idea es la de prevenir la formación de grupos con poder de mercado significativo, que 
tuvieran así la capacidad de afectar las condiciones de competencia en los mercados, en 
perjuicio de los consumidores. En algunos países el control de concentraciones opera de 
manera  ex ante, en el sentido de que las concentraciones de empresas de un cierto 
tamaño (umbrales), deben ser notificadas a la autoridad antes de ser realizadas, y la 
autoridad tiene la facultad de prohibirlas, si considera que serían perjudiciales para la 
competencia. En otros, el control es ex post, en el sentido de que no existe obligación de 
notificar previamente las concentraciones, pero las autoridades de competencia retienen 
la facultad de ordenar que se deshagan las concentraciones después de efectuadas. 
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Los países en desarrollo han adoptado sólo recientemente políticas de competencia 
detalladas. Los resultados han sido en muchos casos un tanto decepcionantes, porque las 
respectivas autoridades no han tenido la capacidad suficiente para aplicar las leyes de 
competencia. Una situación muy común, es que las empresas afectadas por las 
decisiones de la autoridad de competencia las apelen, casi siempre con éxito, ante los 
tribunales. También cabe mencionar que si bien la mayoría de los economistas piensan 
que las leyes de competencia son recomendables, hay otros, quizá los menos pero con 
influencia por el apoyo que reciben de las propias empresas grandes (las más afectadas 
normalmente por las leyes de competencia), que opinan que los mercados siempre 
operarían mejor sin intervención estatal de cualquier tipo, incluyendo la relacionada con 
las leyes de competencia y que es en comparación con otras intervenciones, bastante 
moderada. 
 
12.2  Bajo desarrollo institucional 
 
El funcionamiento de los mercados no se da en el vacío. Requiere de instituciones que 
les den vigencia. Ya se ha hablado antes de la necesidad de normas mínimas de 
comportamiento y de la definición de derechos y obligaciones. Sin embargo, a veces no 
existen condiciones que permitan la libre entrada de competidores a los mercados. Una 
de ellas puede ser la falta de instituciones financieras bien desarrolladas y competitivas, 
que otorguen financiamiento en condiciones favorables para el desarrollo de nuevas 
empresas. Como se vio antes, los principales beneficiarios de que no se den estos 
desarrollos institucionales que hagan factible la entrada de competidores, son las propias 
empresas establecidas en mercados con poca competencia. 
 
12.3  Industrias nacientes 
 
El apoyo a ciertas empresas nacionales incipientes, se justifica a veces por la existencia 
de fuertes costos de aprendizaje para lograr una eficiencia productiva que permita 
competir en los mercados mundiales. El mecanismo que suele ser utilizado en estos 
casos es el de la protección comercial (aranceles o controles a la importación). Esta falla 
de mercado está muy relacionada con la anterior, pues si el periodo de aprendizaje es 
rentable, en el sentido de que sus costos se compensan con rendimientos elevados en el 
futuro, un mercado financiero desarrollado haría viable el financiar los costos iniciales, 
mismos que se recuperarían cuando las empresas se volvieran rentables, sin que fuera 
necesaria la ayuda gubernamental. Pero de nuevo, los mercados no siempre funcionan 
en condiciones ideales, sobre todo en países de bajo nivel de desarrollo relativo. A su 
vez, el financiamiento externo podría no surgir, debido a que el escaso desarrollo 
institucional vuelve más riesgosas para los extranjeros las inversiones en el respectivo 
país (riesgo de expropiación, o riesgo de no poder hacer exigibles los contratos ante las 
cortes, entre otros). 
 
12.4  Asimetrías de la información   
 
En una sección anterior, en el contexto de la necesidad de regular algunas veces, se 
discutió cómo la diferencia de información entre clientes y vendedores, por ejemplo, 
vuelven relevante la intervención del Estado para asegurar un mejor y más eficiente 
intercambio. En este sentido, la emisión de estándares, las obligaciones de dar y respetar 
garantías, la diseminación de información, son campos en los que la intervención estatal 
como emisor y vigilante del cumplimiento de normas, puede hacer una gran diferencia a   41
favor del buen funcionamiento de los mercados. En este contexto, el desarrollo 
institucional también puede hacer gran diferencia. Es común que las filiales de empresas 
extranjeras en países en desarrollo den menos garantías reales a sus clientes, que las que 
dan sus propias matrices en los países desarrollados. Lo que sucede es que en estos 
últimos los consumidores disponen de mejores instituciones para hacer valer sus 
derechos, lo que hace poco atractivo a las empresas el violarlos en primer lugar. 
 
12.5  Externalidades 
 
Ciertas actividades imponen costos o beneficios sobre terceros, que no son pagadas ni 
cobradas. El caso más sondo es el de la contaminación, pues el que la produce no tiene 
siempre que pagar por las molestias que causa a otros. Los mercados por sí solos 
tienden a producir un exceso de externalidades negativas (ruido, tráfico, 
contaminación), y una cantidad menor a la óptima de externalidades positivas ( jardines, 
paisajes). En este contexto, el llamado Teorema de Coase que fue discutido arriba, 
propone que si se definen los derechos de propiedad los mercados tenderán a producir la 
cantidad óptima de cada bien, incluyendo las externalidades.  
 
Así si se define quien tiene derecho sobre el aire, la negociación entre los que quieren 
contaminar, lo que quieren evitar esa contaminación, y el que tiene los derechos de 
propiedad sobre el aire, llevará a un óptimo de contaminación. Ello porque los que 
contaminen lo harán en la medida que el contaminar les cueste menos que el beneficio 
de esa contaminación, mientra que los que no quieren contaminación pagarán por 
evitarla en tanto no les resulte demasiado caro. En el margen se igualará el costo de 
contaminar de unos con el costo de la contaminación para otros, lográndose así la 
eficiencia en la asignación del recurso (el aire para ensuciarlo o respirarlo sanamente). 
 
Sin embargo, para que lo anterior funcione, es necesario que no existan costos de 
transacción significativos, que hagan que esas transacciones sean imposibles, o salgan 
más caras que la externalidad que se busca evitar. Eso fue reconocido por el propio 
Coase, pero aparentemente no por algunos de sus seguidores. En la actualidad se 
proponen esquemas de derechos negociables sobre la emisión de contaminantes. Está 
por verse si esos mecanismos son puestos en práctica y luego ver si funcionan.  Los 
costos de transacción entre los pocos beneficiarios de la contaminación y la multitud de 
afectados nocivamente por ella, probablemente sigan haciendo que los mecanismos de 
comando (en oposición a los del mercado) sigan en el futuro desempeñando un papel 
importante en el control de la contaminación, incluso mayor que en la actualidad, en la 
medida que la catástrofe ambiental que muchos predicen comience a volverse una 
realidad (Gore, 2006).  
 
12.6  Bienes públicos 
 
Como se explicó en una sección anterior, las características peculiares de los bienes 
públicos normalmente requieren de la intervención gubernamental. Sin ella la oferta de 
esos bienes sería demasiado pequeña. Todos quisieran aprovecharse de ella pero nadie 
querría pagarla, pues a nadie se puede excluir de utilizarla, aunque no pague. No sólo 
esto redundaría directamente en contra de los consumidores quienes dispondrían de 
menores cantidades de seguridad, vialidades, jardines, alumbrado público, etcétera, sino 
que también se dispondría de una infraestructura deficiente para la producción y el   42
desarrollo económico. Los países de mayor grado de desarrollo cuentan con una mayor 
infraestructura pública.  
 
12.7  Elevada tasa de descuento 
 
La tasa de descuento refleja la importancia que dan al futuro y a las generaciones por 
venir los agentes económicos. Pero a nivel de preferencias sociales, no parece haber 
muchas razones para que se valore más el bienestar de las generaciones actuales que el 
de las venideras. De ahí también resulta un motivo para que el gobierno intervenga, 
promoviendo una mayor formación de capital físico y humano de la que de otra manera 
se registraría. De ahí también, por ejemplo, que se justifiquen los esfuerzos de los 
gobiernos por aumentar la cantidad y calidad de la educación que se ofrece a los jóvenes 
y niños. Una tasa de descuento elevada también significa que las generaciones actuales 
descuentan demasiado su propio futuro, en aras del presente. De ahí los esquemas de 
ahorro forzoso para el retiro, a través de los mecanismos de la seguridad social. Pocos 
cuestionan la necesidad de estos esquemas.  
 
La discusión se centra más en la forma de financiamiento: contribuciones individuales y 
pensiones iguales en valor presente a esas contribuciones; o fondo general de impuestos 
para financiar faltantes entre contribuciones de los trabajadores en activo y gasto en 
pensiones. Cada una con sus ventajas y desventajas relativas. Las contribuciones 
individuales tienen la ventaja de financiar en principio el monto total de las pensiones. 
En sentido contrario, representan un encarecimiento de la mano de obra. El problema de 
los esquemas de fondeo con impuestos es que pueden llevar a situaciones de insolvencia 
de las finanzas públicas, sobre todo cuando hay un envejecimiento relativo de la 
población, pues aumenta la proporción de pensionados respecto de los trabajadores en 
activo. El manejo de los esquemas de seguridad social es uno de los problemas 
importantes que enfrentan las economías del mundo, tanto las desarrolladas como las de 
países en vías de desarrollo. Incluso el déficit actuarial correspondiente, como 
proporción del tamaño de las respectivas economías, suele ser varias veces más grande 




Se ha insistido en cómo, alrededor del mundo, las privatizaciones no son suficientes, 
cuando se trata de monopolios naturales o de otros sectores que, por motivos especiales 
del sector en consideración, deben ser regulados. En muchos países en desarrollo las 
privatizaciones no han tenido en general los resultados deseados, por un exceso de 
confianza en la capacidad autorreguladora del mercado, en casos donde las fallas de 
mercado han sido documentadas fehacientemente en el ámbito internacional. En otros 
casos, las deficiencias se deben a una incapacidad manifiesta para diseñar o para aplicar 
una regulación eficiente. Se ha descrito al mercado como un mecanismo muy poderoso 
para conseguir los objetivos del progreso y del desarrollo, pero se ha mostrado cómo en 
algunos casos, su funcionamiento no regulado adecuadamente puede conducir al 
fracaso. 
 
Como lo ha señalado Stiglitz (2000b: IX-X) en referencia al sector del transporte, pero 
que lo mismo podría decirse de otros sectores: 
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Involucrar al sector privado pude ser la parte fácil en la transformación del 
sector. Que los gobiernos tomen efectivamente su nuevo papel como reguladores 
puede ser el reto más difícil. Por ejemplo, en algunos casos una empresa 
dominante puede utilizar sus poderes no sólo para subir precios, sino para 
impedir la entrada, y las políticas gubernamentales deben estar diseñadas para 
combatir acciones depredadoras y restricciones al comercio [...] (L)os 
reguladores necesitan emprender acciones efectivas para que la participación 
privada tenga resultados sostenibles, eficientes y equitativos en el sector del 
transporte. Los reguladores del sector del transporte deben aprender cómo 
promover la competencia para obtener tarifas bajas y servicios eficientes, y 
cómo salvaguardar los intereses de los usuarios cuando la competencia es débil o 
inexistente. 
 
En este capítulo se revisaron también diversos mecanismos mediante los cuales los 
gobiernos influyen en la asignación de recursos de sus economías. Aquí la cuestión no 
está en si se debe intervenir o no. Todos los países del mundo lo hacen. El dilema está 
en cuánto y cómo intervenir. De hecho, los países desarrollados suelen, en algunos 
aspectos, como el del gasto público y el de los subsidios a la agricultura, intervenir más 
que los países en desarrollo.  
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